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Preámbulo

El impago de la deuda soberana de México del 16 de agosto de 1982 marcó un antes y un después en la historia económica, no solo de esa república, sino de toda Latinoamérica. De hecho, marcó un punto de inflexión para las tasas de interés mundiales y el sistema financiero internacional en su conjunto. El estado de bienestar keynesiano ya daba sus últimos estertores, pero la crisis de la deuda consagró un cambio: se pasó de gestión pública de la demanda a un modelo de regulación económica más impulsado por el mercado, privatizado y dependiente de las tasas de interés. La abreviatura popular para esto es “el auge del neoliberalismo”, una revolución en las políticas que, en retrospectiva, parece más coherente y evidente de lo que incluso sus más fervientes defensores creían en aquel momento. Por lo tanto, si bien este volumen es, en esencia, un estudio de la toma de decisiones de las autoridades mexicanas que lidiaban con una secuencia de shocks intensa e inmanejable, también ofrece una visión retrospectiva de una convulsión mucho más amplia y transformadora. Cuatro décadas después de aquella crisis, muchos de los juicios, errores y pasiones de principios de los ochenta se han desvanecido, mientras que las consecuencias a largo plazo de aquellas batallas e improvisaciones se han convertido en premisas, o incluso en presupuestos incuestionables, del pensamiento económico contemporáneo. Un gran mérito de este libro reside en que restaura la noción de lo que se sabía y de lo que parecía estar en juego cuando estalló la crisis, a la vez que ofrece una reevaluación objetiva de lo que la nueva administración aportaría (o no) a las generaciones posteriores y de los nuevos retos que enfrentan hoy los herederos de aquellos legados tan heterogéneos.

El nuevo y bienvenido libro de José Ramón López-Portillo Romano ofrece una reevaluación original y muy perspicaz de la parte mexicana de aquel parteaguas internacional. Aporta tres perspectivas muy distintas, pero muy complementarias. Siendo un joven con acceso privilegiado al núcleo del proceso de formulación de políticas mexicanas, observó en tiempo real el desarrollo de la crisis que descarriló la presidencia de su padre. Su posterior tesis doctoral en Oxford —que yo dirigí— reconstruyó esa convulsión, basándose en entrevistas clave y registros documentales de la época (lo que posteriormente se conocería, en la jerga académica, como “rastreo de procesos”). Pero el libro también muestra los beneficios de la retrospectiva cuatro décadas después, mucho después de que las acaloradas controversias de antaño se hayan desvanecido de la conciencia de prácticamente todos los lectores. Observa con objetividad, y sirve para revivir aspectos críticos del pasado de México que son fundamentalmente desconocidos tanto para sus nietos como para la opinión pública mexicana contemporánea. No solo eso, también aplica sus perspectivas actuales a los dramáticos cambios en la economía global, provocados por el acelerado cambio tecnológico y la consiguiente reconfiguración de la política mundial. Sus investigaciones actuales sobre estos procesos transformadores proporcionan una perspectiva fresca en torno a las ortodoxias pasadas alrededor de temas tan trillados como la respuesta del “Consenso de Washington” a la crisis de la deuda (ahora tan directamente repudiada en el propio Washington); o la “agenda neoliberal” que durante tanto tiempo sirvió como el único marco interpretativo posible para el reequilibrio poscrisis.

Durante las cuatro décadas previas al impago de 1982, México experimentó un “milagro” tanto demográfico como productivo de crecimiento sostenido, urbanización y transformación social. Un indicador simple lo proporciona la relación entre el ingreso promedio mexicano y el de su vecino del norte, según la base de datos del Proyecto Maddison. Del 23% del ingreso per cápita estadounidense en vísperas de la Segunda Guerra Mundial, México alcanzó el 31% del (mucho mayor) nivel de vida alcanzado al norte del Río Bravo en el momento de la crisis de la deuda. Tras otras cuatro décadas operando en condiciones poscrisis, que incluyeron el Plan Brady y el TLCAN, junto con una amplia privatización y financiarización, esa relación había caído por debajo del 28%, a pesar de que la economía estadounidense también se desaceleró. Dadas las tendencias actuales de baja inversión y un rezago en la formación de capital humano, es al menos tan probable anticipar que esta proporción volverá a disminuir como que la brecha se reducirá en los próximos cuarenta años, incluso suponiendo que se puedan evitar las deportaciones masivas y las sanciones comerciales.

Desde esta perspectiva de largo plazo, el punto de inflexión mexicano e internacional de 1982 adquiere una nueva perspectiva. Las crisis y los dilemas de política de esa década aún merecen un análisis cuidadoso y objetivo, según las líneas que se presentan en este volumen, y las prescripciones ortodoxas resultantes siguen mereciendo una consideración respetuosa. Sin embargo, si queremos abordar los graves desafíos que ahora se avecinan, también es esencial reconocer las cuestiones políticas críticas que se dejaron al margen o no se atendieron durante estos debates históricos. Además, el pensamiento actual sobre los problemas de desarrollo de América Latina (y del mundo) debe evitar el pensamiento reduccionista que puede surgir si las experiencias pasadas se presentan de forma demasiado nítida y esquemática o si los detalles contextuales de situaciones nacionales específicas se pierden tras etiquetas abarcadoras. Por ejemplo, como muestra este volumen, la gestión de la crisis de México de 1982 se produjo en un contexto de incertidumbres prácticas y desajustes teóricos que fácilmente se pasan por alto en tiempos más normales (aunque el contexto político de 2025 bien podría resultar igualmente desconcertante). Asimismo, si bien la retórica subsiguiente sobre las reformas “neoliberales” sin duda refleja la dirección general que siguieron los responsables políticos latinoamericanos durante la generación posterior a la crisis de la deuda, es demasiado aproximada para captar los complejos ritmos, las disyuntivas y las variaciones temáticas que rigieron la conducta de las sucesivas administraciones mexicanas o que diferenciaron la experiencia mexicana de la de otras repúblicas vecinas. Por ejemplo, si consideramos el subtema de la “privatización” aplicado a sectores clave como las telecomunicaciones, el agua o la banca, encontramos enormes contrastes entre, por ejemplo, México y Chile. En el sector bancario, por ejemplo, la crisis de 1982 condujo primero a la nacionalización de las empresas bancarias con sede en México, luego a su reprivatización (en gran medida por capital nacional) y finalmente al colapso y rescate, esta vez con la banca extranjera a la vanguardia. En cambio, la versión mexicana del neoliberalismo nunca tocó el monopolio petrolero estatal, y los modestos intentos de introducir capital privado en la industria eléctrica ahora están siendo revertidos. Chile, en cambio, impulsó la privatización de la educación, el agua, las pensiones, etc., mucho más allá de lo que hizo México (aunque incluso en Santiago la empresa estatal del cobre quedó exenta del patrón general).

Como documenta claramente esta obra, no hay sustituto para un estudio cuidadoso, objetivo y reflexivo de las complejidades que han enfrentado los responsables de las políticas macroeconómicas mexicanas durante décadas sucesivas. Una combinación de un enfoque amplio de los problemas junto con una atención específica a las realidades prácticas de cada uno es indispensable tanto para juzgar con imparcialidad las experiencias pasadas como para evaluar adecuadamente los desafíos actuales y futuros. El libro de José Ramón López-Portillo Romano no ofrece ninguna garantía de éxito en tales esfuerzos, pero sí ofrece una gama diversa e instructiva de perspectivas y ejemplos que deberían enriquecer el acervo de conocimientos del que pueden beneficiarse futuros analistas y profesionales.

Laurence Whitehead.

Investigador sénior, Nuffield College, Universidad de Oxford.

5 de febrero de 2025.









Prefacio Ante el espejo ancestral, negro y humeante de Tezcatlipoca


A 20 años de su muerte, visité la tumba de mi padre. Volví a sentir el peso de su historia —nuestra historia—. Reflexioné, casi involuntariamente, sobre las dudas que lo acompañaron hasta el final. Reviví su convicción al tener que decidir la nacionalización de la banca, que sabía sería un parteaguas en la vida nacional, y en la personal y la de su familia. No era algo que hubiera deseado o esperado para el final de su sexenio, a tan solo unos meses. También evoqué sus esfuerzos de años por lograr un desarrollo robusto, inclusivo y sostenido en México, transformando el petróleo y el crédito internacional en empleo, infraestructura, educación y mayor igualdad de oportunidades.

A pesar de las implicaciones de su legado, he dedicado mi vida profesional e intelectual a temas que me apasionan, como la ciencia, la tecnología, la innovación y su impacto en la toma de decisiones, forjando así mi propio camino. He sido servidor público mexicano, diplomático, académico y empresario. No obstante las críticas y prejuicios tras su sexenio, esperé que, con el tiempo, surgiera la serenidad y objetividad necesarias para investigar con veracidad lo ocurrido en los años setenta y ochenta. Sin embargo, esto no sucedió.

Por eso, aproveché la oportunidad de investigar la transición del nacionalismo económico al neoliberalismo en la Universidad de Oxford. Mi objetivo fue reflexionar sobre una época en la que estuve personalmente involucrado. Integré mis experiencias y contactos, utilizando documentación inédita de primera mano y contrastando mis hallazgos con los de otros actores y expertos. Quería arrojar luz sobre un periodo crucial de la historia reciente de México desde una perspectiva informada y matizada. Este enfoque me permitió contrarrestar las acusaciones y falsas narrativas que se desataron contra mi padre y su administración, y también ofrecer una visión documentada y detallada de la compleja y dolorosa transición hacia el neoliberalismo en la siguiente administración.


Mi programa de doctorado en Oxford, bajo la dirección de Laurence Whitehead, uno de los grandes expertos en México, implicó rigor académico y una exigente defensa de tesis, lo que proporcionó un contrapeso y garantía de objetividad. La obtención de mi título es un testimonio de la seriedad y aporte de mi trabajo. A pesar de ello, nunca quise publicar mi tesis: “Economic Thought and Economic-Policy Making in Contemporary Mexico: International and Domestic Components”, por decoro y lealtad a México, que luchaba por crear un nuevo consenso político y económico. Este mismo cuidado apliqué al prologar el libro de mi padre, Mis tiempos. Biografía y testimonio político, pidiéndole que no me mencionara explícitamente. Quise evitar causarles incomodidad o vergüenza a personas que habían jugado un papel importante en aquellos años.

Pensé que soportar el oprobio era un sacrificio necesario para evitar un mayor daño a mi familia, no perjudicar a los actores clave de la transición en curso y no interferir en el surgimiento de una nueva era que buscaba su legitimidad. Esto fue un error, pues al hacerlo me alejé del debate nacional sobre la acción colectiva y los sacrificios que se aseguraba eran esenciales para transformar la economía del país. Según la nueva clase dominante, esta transformación sería una panacea para nuestros males.

Si bien mi generación vivió las secuelas de la crisis de la deuda de América Latina y la “década perdida” de los años 1980 como una experiencia intensamente personal y polarizadora, para la generación actual esto parece tan remoto y oscuro como lo fue el cardenismo para mi cohorte. Hoy, los debates sobre la nacionalización de la banca se sienten tan remotos como en 1982 parecía el de la expropiación petrolera de 1938. Términos como “la disputa por la nación”, “la rectoría del Estado” o la “teoría de la dependencia” han sido reemplazados por la Cuarta Transformación, la austeridad republicana y las reglas del T-MEC. Para las generaciones más jóvenes, las crisis de 1995 o 2008 resultan más tangibles que la de 1982, y aunque aún resuenan los ecos de 1968, las luchas de la época de mi padre les resultan debates desconcertantes en un mundo internacional completamente distinto.

No obstante, ha llegado el momento de revisar aquellas controversias fundamentales de una manera fresca y desapasionada, porque hacen eco con el cambio de paradigma económico-político del primer cuarto del siglo XXI. Como participante activo en todos estos asuntos, sigo ineludiblemente involucrado, pero también puedo esperar contribuir al redescubrimiento de aspectos críticos del pasado de México que aún influyen en las opciones políticas de hoy, sobre todo ante el tsunami tecnoeconómico que estamos enfrentando y en el cual me he especializado. Es desde este ángulo que ofrezco mi presente estudio.


Hoy, no fue solo el hecho de estar frente a la tumba de mi padre aquel 17 de febrero de 2024 lo que me llevó a retomar estos temas. México ha vivido la crisis del neoliberalismo desde el 2008 y, hoy, se encuentra en otro momento paradigmático, crítico. Después de 36 años de búsqueda de consenso bajo el “neoliberalismo”, la nacionalización de la banca y la caricaturización de esa época de nacionalismo revolucionario y rectoría del Estado siguen siendo temas politizados y malentendidos.

Los sesgos interpretativos que dominaron aquellos momentos cruciales vetaron muchas ideas, ahogaron el diálogo público y socavaron la legitimidad de proyectos alternativos durante la era neoliberal. Sin una comprensión adecuada, no podemos aprender las lecciones necesarias para nuestros tiempos, la tercera crisis que se cierne sobre nosotros. La arrogancia, ignorancia e irracionalidad —la clásica hubris— eclipsó el juicio crítico, distorsionando nuestra lectura del mundo y debilitando la conciencia histórica.1 Como si miráramos a través del espejo de Tezcatlipoca, lo que vimos reflejado no fue la realidad clara, sino la imagen opaca y distorsionada de nuestra propia arrogancia, ocultándonos las verdades incómodas y las lecciones cruciales que necesitábamos confrontar.

De forma similar, persisten hoy críticas superficiales que asumen irracionalmente un conocimiento perfecto al evaluar decisiones pasadas. Estas ignoran la incertidumbre inherente, la “racionalidad limitada”2 y la complejidad sistémica que a menudo obliga a ajustes incrementales para “salir del paso”,3 además de caer en el sesgo retrospectivo y la descontextualización histórica (olvidando restricciones institucionales, de poder, recursos y tiempo). En lugar de estos juicios viciados, un análisis más constructivo debería evaluar el aprendizaje institucional, las capacidades dinámicas y la experimentación adaptativa, enfocándose en mejorar la respuesta a entornos complejos, no en juzgar desde una imposible omnisciencia y petulancia retrospectiva.

Por esta razón, este libro propone una revisión histórica equilibrada y fundamentada en evidencia documental de primera mano y testimonios directos del proceso de toma de decisiones económicas, buscando una comprensión matizada del pasado sin declarar villanos ni héroes. Inspirado en el lema de la Royal Society de Londres, nullius in verba (no confíes en la palabra de nadie), mi propósito es explorar diversas perspectivas para aproximarme a la verdad de manera racional, crítica y bien fundamentada.

Aunque la verdad siempre es provisional, podemos formular preguntas precisas y responderlas con rigor. Sin embargo, la verdad es compleja y costosa: exige tiempo, pruebas rigurosas y la valentía de enfrentar contradicciones, mientras que la ficción, la mentira y las falsas narrativas se construyen con artimañas sencillas y convencen sin pagar el precio de la honestidad. Para sostener este esfuerzo, he recurrido a mi investigación doctoral, que integra materiales inéditos —archivos privados de los presidentes José López-Portillo y Miguel de la Madrid, minutas de sus gabinetes económicos y documentos desclasificados en Estados Unidos y la URSS—, así como testimonios y entrevistas con expresidentes, miembros clave de sus equipos, actores presenciales y fuentes secundarias recientemente abiertas al público. También incorporo mi experiencia directa y testimonial.

Mi doble objetivo es, primero, ofrecer un análisis equilibrado y verificable de la crisis de la deuda de 1982, la nacionalización de la banca y la transición del nacionalismo económico al neoliberalismo (1980-presente), con especial atención a sus momentos decisivos, y, segundo, señalar las debilidades del neoliberalismo que dieron lugar a su rechazo político-institucional nacional e internacional, y frente al nuevo paradigma tecnoeconómico emergente.

Mi enfoque multidimensional entrelaza, por un lado, las presiones globales y la influencia de las instituciones financieras internacionales en la adopción de políticas, y, por otro, las tensiones macroeconómicas internas —desequilibrios de la balanza de pagos, crisis fiscales y errores institucionales— que impulsaron estos cambios. El estudio profundiza en la arquitectura político-administrativa del Estado mexicano, mostrando cómo la interacción entre élites tecnocráticas, grupos empresariales y corrientes burocráticas definieron el giro neoliberal y el ocaso del nacionalismo.

La metodología no se limita a la reconstrucción documental, sino que también integra perspectivas teóricas diversas —marxistas, weberianas y neoclásicas— para explicar cómo los debates ideológicos y técnicos configuraron los marcos de decisión en política económica. Asimismo, se examinan las relaciones de poder en el sistema político y la organización burocrática, reconociendo que, en un entorno tan complejo, el azar y la incertidumbre pueden transtornar incluso los planes más rigurosos.

Esta aproximación metodológica no solo permite reconstruir la secuencia de eventos y decisiones que han definido el devenir económico de México, sino que también extrae lecciones valiosas para enfrentar los desafíos actuales y aprovechar las oportunidades de la nueva era tecnoeconómica.

A más de 40 años de distancia, aún sentimos las repercusiones de aquellas épocas y sus crisis, porque abrieron el camino para el neoliberalismo que hoy prácticamente se ha extinguido. ¿Estaban mi padre y su entorno —banqueros, empresarios, pensadores, funcionarios, políticos y analistas— realmente ciegos a la tormenta que se avecinaba? ¿Por qué no pudieron evitarla? ¿Fue la nacionalización de la banca en 1982 un mal necesario o un error de cálculo con efectos duraderos? ¿Fue la transición hacia el neoliberalismo de De la Madrid un proceso intencional y orquestado, o simplemente forjado “a golpe de crisis”? ¿Qué lecciones podemos extraer para enfrentar la inminente y posiblemente mucho más poderosa tormenta transformadora que se avecina?

Para abordar estas preguntas con rigor es fundamental recuperar el contexto en el que las decisiones críticas fueron tomadas, no desde la perspectiva posterior a la crisis, sino desde la visión interna y contemporánea de quienes estuvieron ahí. Solo así podremos captar las razones, expectativas y limitaciones que moldearon el curso de acción elegido.

La evaluación de las decisiones de política económica durante la crisis de la deuda no puede separarse de la percepción que entonces prevalecía sobre los logros ya alcanzados, las metas consideradas alcanzables y las condiciones existentes para cumplirlas. La visión que presento a continuación —una interpretación propia que compartí con mi padre y que, en aquellos tiempos, también la respaldaba la mayoría del gabinete— subraya que comprender integralmente la crisis de la deuda exige tomar en cuenta no solo los resultados reales, sino también las expectativas, ambiciones y restricciones percibidas en aquellos momentos. Solo así podemos entender plenamente el marco mental y operativo con que el gobierno de López-Portillo y el de De la Madrid tomaron decisiones críticas frente a los desafíos que surgieron en 1981 y 1982, y en los siguientes años. Las decisiones tomadas en aquel momento reflejaron las alternativas que entonces parecían posibles, razonables y legítimas.

Los gobiernos posteriores al nacionalismo económico, en su búsqueda de legitimidad política, construyeron una narrativa que redujo sistemáticamente este periodo a una caricatura de derroche, estatismo excesivo y corrupción generalizada. Esta caracterización simplificada no solo distorsiona la complejidad del momento histórico, sino que también oscurece la magnitud real de las transformaciones logradas durante este periodo. En 1981-1982, estos avances no eran percibidos como desviaciones o excesos, sino como pasos estratégicos y necesarios en la trayectoria de modernización nacional, respaldados por un consenso significativo tanto dentro como fuera del gobierno sobre la dirección del desarrollo económico del país.

Nacionalismo económico

La relevancia histórica del nacionalismo económico durante el gobierno de López-Portillo trasciende las críticas posteriores: estableció la infraestructura física e institucional que posibilitó las reformas neoliberales. Omitir cómo se alcanzaron esos logros y las capacidades estatales que los hicieron posibles empobreció el entendimiento de la crisis y debilitó la respuesta del Estado a desafíos futuros.

El consenso antiestatista que surgió después marginó las voces que buscaban una visión equilibrada, impidiendo que México aprendiera de sus periodos de bonanza y crisis, y debilitando así su capacidad de respuesta. La demonización de cualquier defensa de ese periodo distorsionó la memoria histórica y obstaculizó el desarrollo de políticas económicas más sofisticadas y adaptadas al contexto nacional.

Un examen de la evidencia histórica muestra una realidad más compleja que las narrativas simplistas. Los recursos del auge petrolero y del crédito internacional se destinaron a proyectos estratégicos que transformaron la infraestructura y el tejido socioeconómico del país.4

La cobertura sanitaria se expandió hasta alcanzar al 85% de la población; y la universalización de la educación primaria marcó un hito en el desarrollo social. Programas como el Sistema Alimentario Mexicano aumentaron la seguridad alimentaria; la modernización de las telecomunicaciones, los sistemas de transporte y la vivienda transformó el territorio nacional y sentó las bases para el crecimiento futuro.

La plataforma energética no solo transformó a Pemex. Permitió que los gobiernos subsecuentes —sin ampliar significativamente la capacidad instalada— obtuvieran rentas aún mayores y dependieran críticamente de los cimientos construidos en el sexenio anterior. Esta base energética no fue solo un recurso de estabilización macroeconómica —sirvió como colateral durante la crisis de 1994 y sostuvo el gasto entre 2003 y 2009. La construcción de complejos petroquímicos, refinerías y redes de distribución fortaleció la base fiscal que sostendría al modelo neoliberal posterior. Facilitó el tránsito hacia una economía de mercado durante la liberalización, privatización y apertura comercial.

La crisis de 1982 interrumpió abruptamente estos programas, pero su valor estratégico sigue vigente. La resistencia de López-Portillo a desmantelar los proyectos ante presiones monetaristas demuestra su convicción en su potencial transformador, y la austeridad de De la Madrid evidenció las limitaciones del monetarismo puro, pero tuvo la disciplina de fundar la era neoliberal.

La reevaluación de este periodo histórico desde una perspectiva equilibrada resulta imperativa para el futuro de México. La capacidad de México para aprender de su historia determinará su relevancia global. Un análisis objetivo nos permitirá extraer lecciones para enfrentar desafíos actuales y futuros. Actualmente, las transformaciones tecnológicas y económicas ubican a México en una encrucijada histórica. México debe combinar lecciones pasadas con una visión estratégica hacia el futuro, evitando optimismos excesivos y pesimismos paralizantes.

Para comprender la trayectoria de nuestra economía, es fundamental reconocer sus tres ciclos históricos interconectados. Durante el primer ciclo (1934-1982), el nacionalismo económico impulsó el “milagro mexicano” mediante una industrialización estatal basada en la sustitución de importaciones. Sin embargo, ese periodo terminó con la crisis de deuda de 1982 y la nacionalización bancaria.

Neoliberalismo

La crisis dio paso al segundo ciclo: la era neoliberal, ni planificada ni inevitable. Impulsada por presiones externas e internas, transformó de forma profunda la estructura económica del país. Aunque logró cierta estabilidad macroeconómica, lo hizo a costa de una creciente desigualdad social y regional.

En los últimos años, con la Cuarta Transformación ha cobrado fuerza una crítica simplista que reduce al neoliberalismo a un mero símbolo de despojo y exclusión. Sin embargo, negar de forma absoluta sus aportes equivale a desechar lecciones valiosas: fue durante esa etapa cuando México logró domar la hiperinflación, restablecer la confianza de los mercados y atraer flujos de inversión extranjera que modernizaron sectores clave y a la sociedad en general. Además, la apertura comercial mediante el TLCAN impulsó la diversificación exportadora y generó empleos en manufactura avanzada, dando a nuestro país un mayor encaje en cadenas globales de valor.

Asimismo, las reformas institucionales iniciadas en ese periodo —aunque motivadas en buena parte por las presiones del entorno económico internacional— abrieron el camino a una democratización gradual del país. De ese proceso surgieron avances como la creación de órganos electorales autónomos, una mayor pluralidad en los congresos, la alternancia de partidos en el poder y un sistema judicial más independiente y eficaz.

Reconocer estos logros no implica ignorar sus costos: la liberalización sin contrapesos exacerbó desigualdades territoriales, y la sustitución de un modelo proteccionista por otro más competitivo dejó desprotegidos a amplios sectores rurales y urbanos.

Necesitamos una evaluación verídica del neoliberalismo, que distinga entre sus aciertos institucionales —como la consolidación de reglas de supervisión financiera, el avance democrático y la integración de nuestra economía al mundo— y sus carencias sociales. Solo así podremos extraer de ese ciclo propuestas que, adecuadamente ajustadas, contribuyan a las reformas necesarias para el México contemporáneo, combinando crecimiento con equidad y resiliencia.

Hoy, México se encuentra en la antesala de un tercer ciclo —de una tercera y muy profunda crisis— caracterizado por retos sin precedentes, como la revolución digital, y de la inteligencia artificial, y la crisis climática. Este escenario exige una síntesis innovadora: recuperar la planificación estratégica del Estado sin renunciar a los beneficios de la integración global. Comprender estos ciclos es esencial para equilibrar Estado, mercado y sociedad civil.


El colapso del nacionalismo económico en el Sur Global allanó el camino al neoliberalismo, que prometía prosperidad y eficiencia. Las clases altas respaldaron la desregulación y la privatización, lo que impulsó la inversión extranjera y la apertura comercial plasmada en el TLCAN, que aún condiciona nuestra estabilidad económica.

China y los “tigres asiáticos” crecieron mediante estrategias proteccionistas y un Estado estratégico; su éxito evidencia las limitaciones del neoliberalismo y subraya la necesidad de estrategias adaptativas que consideren contextos globales y necesidades locales.

La evolución global reciente marca el cierre de otro ciclo, exponiendo los fracasos del neoliberalismo. En lugar de crecimiento sostenido y beneficios generalizados, provocó desarrollo lento, desigualdad y degradación ambiental. Sus efectos acumulados —como la erosión del contrato social, el debilitamiento del Estado y las insuficiencias democráticas— han alimentado reacciones populistas y autoritarias en diversas regiones.5

Era Tecnoeconómica

Frente al tsunami tecnológico y económico, es imperativo crear una sociedad equitativa que descentralice el poder y fortalezca al Estado, sindicatos y sociedad civil mediante políticas de cooperación y bienestar.

El cuestionamiento de la liberalización irrestricta ha impulsado una reevaluación de las políticas globales. El “fin de la historia” ha quedado desmentido por la complejidad actual, y las transformaciones tecnológicas exigen respuestas innovadoras.

Hoy, esas mismas economías que impulsaron la liberalización en los ochenta adoptan el nacionalismo económico vinculado a la seguridad nacional y la geopolítica.

Los recientes desafíos muestran la importancia del Estado en la gestión de crisis y el desarrollo sostenible. Este libro no aboga por volver a modelos pasados inviables.

Un Estado ágil y un mercado inclusivo deben impulsar innovación y equidad, asegurando inclusión y el respeto irrestricto a los derechos humanos, sociales y ambientales.

En México, la revalorización estatal llegó tarde y sesgada por la demonización del estatismo. El dominio neoliberal sin cuestionamientos limitó el debate y bloqueó políticas equilibradas.

Reconocer la necesidad de una gobernanza equilibrada y un nuevo papel del Estado es crucial. Esto requiere un debate nacional inclusivo, respetuoso y constructivo, que incorpore diversas perspectivas para promover el bien común y una cultura de diálogo crítico.


Analizar el ocaso del neoliberalismo enriquece el pensamiento crítico e invita a trascender narrativas simplistas y prejuicios ideológicos. Asimismo, nos alerta de la necesidad de prepararnos para una nueva transición, una crisis que se está gestando aceleradamente.

En los últimos cinco años, desde que escribí mi libro La gran transición: retos y oportunidades del cambio tecnológico exponencial, los avances tecnológicos han transformado la relación entre Estado, economía y sociedad, exigiendo repensar la intervención estatal, reorientar la política económica hacia la innovación y el desarrollo inclusivo, y aumentar nuestra capacidad de adaptación ante las dinámicas geopolíticas y tecnológicas.

México enfrenta enormes riesgos y oportunidades. Los beneficios de superar atavismos ideológicos son enormes, pero no hacerlo pone en peligro la relevancia futura del país.

Es necesaria una economía política que comprenda las fuerzas del desarrollo, la distribución de la riqueza y la evolución sociopolítica. Reorientar la gobernanza e impulsar adaptación e inclusión son esenciales para que México prospere en esta nueva era.

Este prefacio destaca las lecciones de la transición al neoliberalismo y la urgencia de evitar simplismos al ajustar nuestro modelo político-económico.

El espejo de nuestras reflexiones

Convoco varias veces la imagen del espejo ancestral, negro y humeante de Tezcatlipoca —hecho de obsidiana, símbolo del petróleo y metáfora de nuestras pantallas digitales— porque en él se entrelazan tres planos del tiempo mexicano: el pasado mítico e idiosincrático, el siglo del nacionalismo económico, su transición al neoliberalismo, y la era incierta y crítica del futuro tecnoeconómico. Recuerdo que, desde niño, mi abuelo y mi padre me hablaban de aquel espejo que permitía mirar sin filtros la verdad desnuda de nuestro ser —un acto de valentía ancestral que revela tanto nuestras sombras como nuestra luz, camino ineludible hacia la transformación auténtica—. De aquel fondo oscuro mana un “fatalismo desgarrante” que refleja y distorsiona nuestros deseos más profundos: la “incapacidad de sentirnos prósperos, la falta de solidaridad frente a las derrotas y la ingenuidad ante la opinión e información extranjeras”.6

Este espejo no solo refleja, también confronta. Nos obliga a mirarnos con crudeza a través de los ciclos que se repiten y las ilusiones que mutan. En él se revelan nuestras oportunidades perdidas y ganadas, y al vencer cada obstáculo hallamos la fortaleza necesaria para avanzar. Pero también, desde lo más hondo de nuestras mejores esencias, emergen hombres y mujeres de buena voluntad que han sabido confrontar el colapso de un modelo y forjar, frente a lo que viene, nuevos caminos. Su doble lectura —la reflexión intelectual y el reflejo de nuestras experiencias históricas— permite ver cómo las decisiones de ayer modelan las oportunidades de mañana. Al asomarnos a su superficie hoy, multiplicada por el espejo global de la tecnología, entendemos que solo una conciencia lúcida del pasado y del presente puede romper el hechizo de los errores cíclicos, aprender a templarnos ante desafíos y reconocer que cada tropiezo y cada victoria forjan nuestra fortaleza, romper el encierro de las narrativas repetidas y abrir la posibilidad de un nuevo comienzo. Este libro hace mención repetidamente al espejo de Tezcatlipoca, porque necesitamos mirarnos, sin indulgencias ni miedos, para imaginar con mayor claridad el país —y el mundo— que podemos y debemos construir.
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Capítulo 1 El sistema político mexicano: un rompecabezas entre idealismo y pragmatismo


De las cenizas de una revolución emergió un sistema político peculiar en el mundo: ni dictadura militar, ni democracia liberal, sino un régimen pragmático que sorteó crisis internacionales mientras forjaba su propio camino. México construyó una maquinaria de poder que combinó autoritarismo con negociación, nacionalismo con capitalismo, y retórica revolucionaria con estabilidad conservadora.

Este capítulo busca desentrañar el rompecabezas del sistema mexicano. Comprender su ingeniería política no es solo ejercicio académico; revela las raíces profundas de las transformaciones contemporáneas y los dilemas pendientes en la construcción de una democracia plena con justicia social.

La Revolución mexicana cristalizó en un proyecto nacional que buscaba conciliar las diversas corrientes ideológicas y demandas sociales. A través de negociaciones y alianzas pragmáticas entre las distintas facciones revolucionarias se forjó un compromiso plasmado en la Constitución de 1917, estableciendo las bases de un proyecto que aspiraba a conjugar crecimiento económico con justicia social.

La Constitución, particularmente en sus artículos 1º, 3º, 27 y 123, representó una innovadora síntesis entre el liberalismo social heredado del siglo XIX y las nuevas demandas revolucionarias.1 El México posrevolucionario desarrolló conceptos más amplios como la justicia social, la democracia social y la resistencia antiimperialista, respondiendo tanto a presiones internas como a la creciente influencia de capitales extranjeros.

Esta evolución generó diversas interpretaciones sobre el proyecto nacional. Desde la perspectiva marxista, los artículos constitucionales representaban una victoria parcial de las clases trabajadoras. El análisis weberiano enfatizaba la institucionalización de un poder normativo estructurante de las relaciones entre Estado, capital y trabajo. La crítica neoclásica advertía que estas disposiciones podían obstaculizar la eficiencia del mercado.

La extraordinaria diversidad de corrientes ideológicas, políticas y analíticas no operó como sistemas cerrados, sino que se influenciaron mutuamente en respuesta a las crisis económicas y al cambiante contexto internacional.

Este proyecto se desarrolló en un contexto internacional marcado por la Guerra Fría y nuevas teorías del desarrollo. El discurso de Harry S. Truman en 1949 ejemplifica la visión dominante: el desarrollo como proceso lineal basado en “acuerdos democráticos justos”. Como señaló José María Sbert, esta concepción no solo se sustentaba en la racionalidad técnica, sino en una fe casi religiosa en el conocimiento científico como garantía de bienestar.2

En este marco, México buscó forjar su propio camino, adaptando elementos del programa liberal decimonónico a las nuevas realidades globales, manteniendo su soberanía frente a influencias imperialistas mientras equilibraba demandas de desarrollo económico, justicia social y legitimidad política.

La implementación de este proyecto nacional requirió un permanente pragmatismo. El sistema político mexicano desarrolló una extraordinaria capacidad para adaptar sus instituciones y encontrar soluciones a la persistente contradicción entre los principios revolucionarios y las opciones que ofrecía la realidad.

Las relaciones de poder prevalecientes exigieron adaptaciones pragmáticas. El sistema político estableció procesos correctivos en la relación Estado-sociedad que permitieron a los gobiernos restablecer el consenso social y recuperar legitimidad política cuando esta se veía amenazada.

Finalmente, la crisis de la deuda desvaneció los ideales del proyecto revolucionario y de la democracia social. Se proclamó el triunfo de la democracia liberal, del mercado libre y del “capitalismo de amigos”, que relegó los conceptos de democracia social, igualdad de oportunidades y rectoría del Estado.

Entre ideales y pragmatismo: corrientes ideológicas y su influencia en el México posrevolucionario

Una perspectiva evidente es la diversidad de corrientes ideológicas, de política y de análisis que prevalecían en aquellos años en México. La evolución del pensamiento económico en México durante el siglo XX refleja una interacción compleja entre corrientes ideológicas nacionales e internacionales. Estas corrientes no operaron como sistemas cerrados, sino que se influenciaron y transformaron mutuamente en respuesta a las crisis económicas y al cambiante contexto internacional. Desde los ideales de la Revolución mexicana hasta la transición al neoliberalismo a finales del siglo XX, cada una de ellas respondió a las tensiones sociales internas y a las presiones globales. Estas corrientes, lejos de desarrollarse de forma aislada, se entrelazaron para configurar la trayectoria económica y política del país que definió los años setenta y ochenta.

El complejo proceso de transición del nacionalismo económico al neoliberalismo —y la eventual configuración de un nuevo paradigma— no puede entenderse plenamente sin atender a los marcos teóricos que han sido utilizados para interpretar los cambios económicos, políticos y sociales tanto en el pasado como en la encrucijada actual del primer cuarto del siglo XXI. En este sentido, el libro se apoya en las principales escuelas de pensamiento que analizan la relación entre el Estado, el mercado, los intereses de clase y la burocracia, con miras a anticipar mejor el rumbo de la transición tecnoeconómica actual.

A la par, es fundamental considerar cómo la interacción entre demandas locales —como la búsqueda de justicia social y equidad— y factores externos —como la globalización, las crisis económicas y las recomendaciones de organismos internacionales— ha generado periodos de estabilidad y momentos de crisis que han exigido cambios profundos en el modelo económico y político.

Entre los principios revolucionarios y las demandas de la realidad

Durante la era del nacionalismo económico, de 1930 a 1982, las corrientes nacionalistas asumieron que el interés nacional solo podía ser representado y protegido por el Estado; es la principal justificación de la acción estatal. El Estado debe impedir que cualquier grupo o clase se imponga políticamente a otros y persiga su propio beneficio económico a expensas de los demás. Por lo tanto, el Estado debía mantener su fuerza y autonomía relativas. Argumentaban que esto era factible porque “el Estado puede permanecer por encima de la lucha de clases”.3 “Es el escenario donde se apacigua el conflicto de clases y se resuelven las demandas opuestas de los grupos de interés de una manera que el mercado no puede satisfacer”.4

No obstante, las relaciones de poder prevalecen y el Estado tiene que adaptarse pragmáticamente. El sistema político mexicano había encontrado históricamente procesos correctivos en la relación entre el Estado y la sociedad, que habían inducido a los respectivos gobiernos a restablecer el consenso social y recuperar la legitimidad política.

Luis Echeverría enfatizaba que “una condición fundamental para el gobierno autónomo es la alianza del Estado con los trabajadores urbanos y rurales y con los intelectuales y profesionales antiimperialistas”;5 y José López-Portillo sostenía que “el Estado mexicano debe buscar defender a los débiles de las dificultades que surgen naturalmente de la desigualdad social y económica, para que en última instancia prevalezca la ley. Debe limitar los desafíos humanos al bien nacional y social”.6


Las relaciones entre el Estado y el sector privado debían fortalecerse para que coincidieran con el bien nacional y social. Esto implicaba una cooperación y coordinación exitosas con las empresas privadas nacionales para fomentar la acumulación de capital, al tiempo que se previene la penetración indeseable del capital multinacional y de los intereses extranjeros.7 Debe implicar un proceso de mexicanización exitosa.

Al entrevistarlo, Luis Echeverría subrayó que un ejemplo fundamental de esa tensión fue la crisis de 1968, que requirió que el Estado interviniera en la economía para contrarrestar la inestabilidad dinámica inherente del sistema político y la incapacidad del mercado para alcanzar mayores niveles de justicia social y condiciones para estimular una actividad empresarial más eficiente.8

Por su parte, Miguel de la Madrid afirmó que la Revolución mexicana y el gobierno que surgió de ella habían demostrado una extraordinaria resiliencia y capacidad de adaptación a circunstancias contradictorias: “Una Revolución que mantiene sus instrumentos a toda costa está condenada al fracaso […] desde este punto de vista, el sistema político mexicano ha tenido una capacidad excepcional para adaptar sus instituciones y encontrar soluciones a un entorno cambiante y a una persistente contradicción entre los principios de la Revolución y las opciones que ofrece la realidad”.9

Otros actores, como Jesús Silva Herzog, David Ibarra, Pedro Ojeda y Arturo Romo Gutiérrez coincidieron en que el Estado mexicano había tenido que lidiar con esta tensión permanente derivada de la necesidad de mantener la gobernabilidad y la estructura del poder político.

El sistema político mexicano logró establecer una legitimidad particular para el proyecto de la Revolución mexicana en un contexto internacional de tensiones entre capitalismo y socialismo. México adoptó un nacionalismo económico que resonaba con las tendencias antiimperialistas en América Latina y el bloque socialista.

El régimen de la Revolución fomentaba la lealtad, la unidad y la disciplina dentro del Estado, al tiempo que resolvía el problema de la reproducción del régimen, de la sucesión al poder y de la inclusión de la mayoría de los grupos sociales, sus ideologías, intereses y aspiraciones. Este sistema permitió el establecimiento y reproducción de un partido mayoritario que se convirtió en el verdadero abanderado de aquel proyecto.10

Así, el Estado mexicano y el partido mayoritario —PNR (1929), PRM (1937), PRI (1946)— fueron percibidos como “los forjadores de la nación” y como parte inseparable del concepto de identidad nacional.11 Desde fuera también se percibió como un “partido burgués reformista” eje del proyecto legítimo de la Revolución mexicana.12


Yo concluí desde aquellas épocas, y lo sigo manteniendo, que el sistema del PRI se consolidó no solo como un partido político en el sentido tradicional, sino como un pacto político integral que, más que una simple organización, representó el eje del sistema político mexicano durante muchas décadas. Este pacto unificaba a los principales actores políticos y sociales, quienes, a través del PRI, dirimían sus diferencias, expresaban sus inconformidades, mantenían la disciplina, distribuían su influencia y negociaban sus posiciones de poder. De este modo, se aseguraba una participación efectiva de los diversos sectores sociales y actores políticos dentro de los tres poderes de la Unión, las gubernaturas y las presidencias municipales, fortaleciendo y perpetuando el régimen.

El PRI de aquellas décadas encarnaba el sistema político de México, el proyecto de la Revolución mexicana, integrando intereses diversos y garantizando la estabilidad y reproducibilidad del régimen mediante una compleja red de acuerdos y compromisos. Este contexto es esencial para comprender las decisiones de política económica de los setenta y ochenta y la transición del nacionalismo económico al neoliberalismo.

El proyecto de la Revolución mexicana, anclado en la Constitución de 1917, reflejaba tanto la lucha por justicia social y crecimiento económico, como la respuesta a presiones externas en un mundo cada vez más globalizado.

Desde la perspectiva marxista, este proyecto buscaba equilibrar las relaciones de clase mediante la redistribución económica y el fortalecimiento del Estado. Los análisis weberianos destacan el papel de la burocracia estatal en la construcción de un sistema político estable que legitimara la intervención del Estado en nombre del bienestar colectivo. En cambio, los economistas neoclásicos critican estas intervenciones, alegando que distorsionaban el libre mercado y obstaculizaban la eficiencia y el desarrollo económico a largo plazo. Sin embargo, lo aceptaban como un compromiso pragmático que ofrecía estabilidad y certidumbre.

Así, la transición de México del nacionalismo económico al neoliberalismo no fue solo una decisión interna, sino también una respuesta a los cambios globales en la economía y la política y de los factores institucionales y las características específicas del régimen político mexicano.

La anatomía del poder en el sistema político mexicano

El núcleo de la política y la creación de políticas en México residía en su burocracia política, que operaba estrechamente con el PRI dentro del marco de la administración pública federal.13 Desde los años treinta, esta estructura funcionó como un espacio de negociación para resolver las demandas de diversos grupos de interés y mitigar conflictos de clase. Apoyaba al sector privado mientras gestionaba las relaciones con campesinos, trabajadores y otros sectores sociales. Así, la burocracia federal no solo era el eje central de las actividades políticas y legislativas,14 sino también una plataforma clave para la formación de políticos profesionales y el surgimiento de ideas políticas.

Además, la burocracia política constituía la base del poder político en México, operando en un sistema jerárquico paralelo al régimen político del país. Este sistema estaba regido por reglas, acuerdos y prácticas específicas, no escritas, que definían el proceso de elaboración de políticas y aseguraban el funcionamiento del sistema. Su principal función era fortalecer la estabilidad política al equilibrar las diversas fuerzas nacionales, regionales y locales que competían por el poder del Estado. Para ello, controlaba recursos ideológicos, políticos y financieros. En este contexto, cada grupo de interés entendía que negociar dentro del sistema era más rentable que enfrentarlo desde fuera, consolidando así la naturaleza corporativista del régimen político mexicano.

El régimen político que emergió de la Revolución mexicana se caracterizaba por su notable pragmatismo y eficacia operativa, alejándose deliberadamente de la ortodoxia democrática. Su arquitectura institucional descansó sobre tres pilares fundamentales: el corporativismo, que articulaba las relaciones entre el Estado y los sectores sociales; el semiautoritarismo, que permitía un control político efectivo sin recurrir a la represión total, y el presidencialismo, que centralizaba y personificaba el poder del Estado. Estos elementos no solo estructuraron al PRI como partido dominante, sino que constituyeron la base de un pacto político integral que logró estabilidad política por décadas.

Corporativismo

El corporativismo en México se desarrolló como un modelo de reciprocidad entre el Estado y la sociedad.15 Este modelo funcionaba como una extensión informal de las funciones que en otros sistemas políticos son desempeñadas por el Congreso o el Parlamento, permitiendo la resolución de controversias y la representación de diversos intereses políticos, ideológicos y sociales.

Los enfoques institucionales proponen entender la política económica como el resultado de reglas formales e informales que estructuran la interacción de los actores, configurando incentivos y coaliciones de poder que, en última instancia, definen las decisiones de política. Algunos autores16 destacan el papel fundamental de las instituciones en el desarrollo, mientras que otros17 priorizan las presiones internacionales, las crisis fiscales y las disputas internas que han condicionado la adopción de reformas neoliberales.

En este mismo marco teórico, desde una perspectiva crítica, los marxistas han argumentado que el corporativismo mexicano (“política de masas”) fue una manifestación concreta de ese entramado institucional. Este sistema permitió al PRI centralizar el poder canalizando demandas sociales mediante sindicatos y asociaciones campesinas reguladas por el Estado. El corporativismo funcionó como un sistema de cooptación que desactivaba la oposición al integrar líderes, incluidos militares, en puestos de gobierno a cambio de recursos y poder. Esto garantizó estabilidad política y organización laboral, estableciendo algunos derechos mientras perpetuaba prácticas antidemocráticas y estructuras de dominación de clase.18

Sin embargo, la persistencia del corporativismo mexicano no puede explicarse únicamente a través de sus estructuras políticas; también se sustentó en dimensiones culturales profundas. Elementos como la lealtad personal, el clientelismo y el respeto a las jerarquías jugaron un papel clave en su funcionamiento. Estas prácticas, arraigadas en la cultura política del país, facilitaron la aceptación del sistema por parte de los grupos sociales, quienes priorizaban los beneficios inmediatos ofrecidos por el Estado sobre la construcción de instituciones democráticas más inclusivas.

El corporativismo en México fue también una herramienta para fomentar el desarrollo industrial y la acumulación de capital. A través de su control sobre el sector laboral, el Estado garantizó estabilidad social, salarios competitivos y beneficios no salariales, al tiempo que mantenía huelgas limitadas y reducía los costos de productos agrícolas.19

Este modelo podía ser considerado “inclusivo”, ya que fomentaba la creación de organizaciones representativas bajo la tutela estatal y promovía acuerdos negociados entre diversos intereses sociales. Sin embargo, cuando los cuestioné, muchos actores importantes del régimen político rechazaron el uso del término “corporativismo”, argumentando que este concepto implicaba una asociación con el fascismo, lo cual consideraban inadecuado para describir el sistema político mexicano:

Luis Echeverría concluye que “corporativismo” es un término inadecuado para el sistema político de México […] Una cosa es la organización interna del partido y otra una sociedad integrada por órganos autogobernados, que es un elemento de los sistemas fascistas.20 José López-Portillo observa que “corporativismo” denota fascismo y opresión […] Algunos intelectuales cayeron en la moda —promovida en versiones extranjeras— de calificar al sistema político mexicano de corporativista. Apoyaron sus argumentos en la organización sectorial del PRI, convirtiendo sus “sectores” en “corporaciones”. Así, por un camino puramente nominalista, el sistema político se “convirtió” en un sistema semifascista”.21 De la Madrid subraya que “corporativismo” no es un término apropiado para describir la política mexicana. Sugiere un sistema fascista, lo que ciertamente no es el sistema político mexicano. El hecho de que las organizaciones políticas de México faciliten llegar a acuerdos generales no significa que gobiernen […] El Estado no negocia, impone, ni actúa sobre corporaciones autogobernadas.22

Otros intelectuales y políticos, como David Ibarra, han argumentado que el corporativismo sugiere erróneamente que las organizaciones sociales dentro y fuera del PRI son órganos de autogobierno y sus relaciones internas y externas están dominadas por el poder central. Esto precipitó el desmantelamiento de los acuerdos institucionales de México que facilitaban dirimir controversias entre sectores de la sociedad dentro del sistema político mexicano, debilitando la fuerza negociadora de los movimientos obrero y campesino, sin antes contestar y estudiar las implicaciones estratégicas de “¿cómo se compara esto con el corporativismo estadounidense, canadiense o sueco?”.23

Comparaciones internacionales y contextualización del corporativismo mexicano

En el contexto europeo de la posguerra, países como Italia y Alemania adoptaron un corporativismo más consensual, donde los sindicatos participaban en acuerdos tripartitos junto al Estado y los empleadores, equilibrando intereses sociales y económicos.24 En contraste, el modelo mexicano subordinaba a los sindicatos al control estatal, integrándolos en una estructura diseñada para neutralizar conflictos sociales en lugar de promover el diálogo social. Este enfoque reflejaba el carácter centralizado y autoritario del régimen priista.

En América Latina, el corporativismo mexicano comparte similitudes con los modelos de Brasil y Argentina. En Brasil, el Estado regulaba estrechamente a los sindicatos, ofreciendo beneficios sociales a cambio de lealtad y desmovilización política. En Argentina, el corporativismo de Juan Domingo Perón movilizó a los sindicatos como pilares de un proyecto político populista. México, sin embargo, utilizó el corporativismo como una herramienta de control más que de movilización, integrando a los sindicatos en el aparato estatal para garantizar la estabilidad política y limitar el pluralismo ideológico.25

El corporativismo mexicano enfrentó importantes desafíos durante la transición hacia el neoliberalismo en las décadas de 1980 y 1990. La apertura económica y el comercio internacional erosionaron las bases tradicionales de este modelo, que dependía de un Estado proteccionista y centralizado. Mientras algunos de sus elementos fueron desmantelados, otros se adaptaron para facilitar la transición. La incorporación de México al TLCAN simbolizó esta transformación, marcando un giro hacia un modelo más alineado con el mercado global y menos centrado en acuerdos corporativos internos.

En este contexto cambiante, el corporativismo influyó profundamente en la percepción ciudadana de la política. Al canalizar demandas sociales a través de intermediarios controlados por el Estado, el sistema promovió una marcada apatía política y desafección hacia formas de participación democrática directa. Muchos ciudadanos veían el sistema como un medio eficaz para obtener beneficios materiales inmediatos.

La transición al neoliberalismo marcó un punto de inflexión en la estructura corporativista mexicana. Mientras algunas prácticas tradicionales fueron desmanteladas, otras se transformaron en mecanismos de control estatal y privado adaptados al nuevo paradigma económico. Los sindicatos, que habían sido pilares fundamentales y compromisos del Estado, perdieron gran parte de su poder bajo las políticas neoliberales, debilitando la capacidad de movilización y negociación de los trabajadores.

A pesar de estos cambios, el corporativismo mexicano permaneció como un pilar esencial del régimen político mexicano, proporcionando estabilidad y fomentando el desarrollo económico en ciertos momentos. Su especificidad radicó en su capacidad para adaptarse a los cambios globales y nacionales, transformándose durante la transición sin perder por completo su función de mediación y control. Sin embargo, este modelo híbrido también consolidó una estructura de poder altamente centralizada, en la que la relación entre el Estado y las organizaciones autorizadas generó una dinámica de reciprocidad y dominación que ha moldeado profundamente tanto el sistema político como la trayectoria económica del país.

El debate sobre el corporativismo mexicano permanece abierto. Aunque el desmantelamiento parcial del modelo abrió espacios para nuevas dinámicas políticas y económicas, dejó una herencia de centralización y control que sigue influyendo en las relaciones entre el Estado y la sociedad en el México contemporáneo.

Semiautoritarismo: control político y estabilidad del régimen

El régimen político que emergió y prevaleció con variantes hace 90 años no se limitaba al ejercicio de un control represivo total, pero tampoco permitía una competencia real por el poder. Las élites opositoras veían restringidos sus recursos, ya fueran votos o mecanismos de presión política, mientras el PRI operaba como un mediador entre los diversos sectores sociales para garantizar estabilidad política y legitimidad. Este equilibrio derivaba de un esquema de decisiones de arriba abajo, respaldado por estructuras corporativistas y un sistema que, aunque autoritario, fomentaba una apariencia de participación democrática funcional.

El régimen que emergió se puede describir como semiautoritario “en el sentido de que a las elites de la oposición no se les permit[ía] competir por el poder real, y sus recursos —ya sean violencia o votos— son cuidadosamente controlados”.26


El concepto de “semiautoritarismo” se diferencia de un autoritarismo pleno porque las decisiones del PRI se alcanzaban, frecuentemente, mediante consensos entre las élites corporativistas y los grupos sociales subordinados. Este modelo se basaba en un “pacto político” que ofrecía estabilidad y orden. Debido a esta dinámica, México ha sido descrito como una “democracia limitada” o una “autocracia liberalizada”.27

López-Portillo observó repetidamente que, tradicionalmente, el presidente estaba impelido por las fuerzas políticas vigentes, a actuar como el “fiel de la balanza”, buscando no tanto imponer su voluntad, sino extraer un consenso dentro de las estructuras de consulta y negociación que proveía el régimen del PRI. Este sistema aceleraba la eficacia en la implementación de las decisiones.28

Desde la perspectiva marxista, esta estructura semiautoritaria no era únicamente un medio de control político, sino una herramienta para la acumulación de capital en etapas críticas del desarrollo económico.29

Sin embargo, esta percepción era matizada por líderes políticos dentro del propio régimen. López-Portillo insistía en que “El término ‘autoritario’ se utiliza inapropiadamente para describir el proceso sui generis de toma de decisiones en México, porque denota represión, que no es la característica principal del sistema político, sino un proceso complejo de negociación, compensación, conciliación y participación de grupos sociales y privados, y el Estado”.30

Echeverría coincidió con esta opinión. Reconoció que “aún no se ha logrado la democracia, aunque el Estado mexicano ha logrado avances firmes y sólidos en esa dirección, especialmente manteniendo la estabilidad política, y a pesar de las presiones de la izquierda, la derecha y el extranjero, que de otro modo podrían haber inducido a un régimen autoritario duro. La condición básica para la democratización es asegurar la autonomía política del Estado mediante una fuerte alianza popular”.31

A su vez, De la Madrid observó que “El término ‘autoritarismo’ tiene la connotación de un régimen rígido y violentamente represivo, lo cual es una descripción inapropiada del sistema político mexicano”.32

Del consenso al control: sindicatos y agrupaciones sociales

El semiautoritarismo también se manifestó en la estructura sindical y en la utilización de organizaciones sociales como herramientas clave para el control político y la perpetuación del régimen. Sindicatos como el Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) jugaron un rol fundamental no solo como representantes laborales, sino también como actores políticos alineados con los intereses del PRI.33


A cambio de su lealtad, estas organizaciones recibían privilegios tangibles, como control sobre la asignación de plazas laborales y posiciones políticas. Esta dinámica no solo fortaleció al régimen, sino que también comprometió la calidad educativa y la capacidad de las instituciones públicas.34

La influencia de los sindicatos, especialmente el SNTE, trascendió la política laboral. Su capacidad para moldear ideológicamente a las nuevas generaciones fue instrumental para garantizar la continuidad del régimen. Sin embargo, este control tuvo un costo significativo en la segunda mitad del siglo XX: el estancamiento educativo y la erosión de la calidad, que comprometieron el desarrollo a largo plazo del país.

El sistema corporativista creó un ciclo de dependencia en el que los sindicatos funcionaban como intermediarios del poder estatal, asegurando la alineación política de sus agremiados. Esta estructura permitió al régimen priista mantenerse durante décadas, pero también limitó la evolución hacia un modelo político más pluralista y transparente.

Con el tiempo, el modelo semiautoritario y corporativista del PRI enfrentó tensiones significativas, especialmente durante la transición hacia el neoliberalismo. Las reformas económicas de las décadas de 1980 y 1990 debilitaron algunas de estas estructuras al limitar los recursos estatales para sostener los pactos clientelistas. Nuevas dinámicas políticas y económicas comenzaron a emerger.

En última instancia, el semiautoritarismo permitió al PRI garantizar estabilidad y controlar la participación política en un contexto de grandes transformaciones económicas y sociales. No obstante, su énfasis en la centralización del poder y en mecanismos de control limitó el desarrollo de una auténtica democracia y exacerbó las desigualdades estructurales en el sistema político y social mexicano.

Presidencialismo

El presidencialismo durante el régimen de la Revolución mexicana había ofrecido al país 60 años de cambios pacíficos de gobierno. Las facultades formales y el poder “informal” o discrecional del presidente habían sido muy amplios. El presidente era el jefe de Estado, de gobierno y del ejército. Era el líder político (natural) de la burocracia, del PRI, de los sectores sociales dentro del PRI, de la mayoría del PRI en el Congreso y del Poder Judicial. Hasta finales de los 1990 designó al candidato presidencial del PRI a través del llamado dedazo, y tuvo el poder de nombrar y destituir de sus cargos a gobernadores estatales, presidentes municipales y casi cualquier burócrata nacional o local, diplomático, al procurador general y, en cierta medida, a congresistas, magistrados o líderes sociales.


El presidente podía fácilmente introducir enmiendas a la Constitución, erigirse en la máxima autoridad en materia electoral, intervenir en asuntos judiciales y expropiar bienes por razones de utilidad pública. A través del aparato del PRI, podía imponer sus puntos de vista en ambas cámaras del Congreso y anular la autonomía de los gobiernos estatales y locales.35 En ciertos casos, el presidente también podía ejercer poderes extraconstitucionales y evitar la rendición de cuentas. Sin embargo, a diferencia de otros regímenes autoritarios, solo podía ejercer estos poderes por seis años.

Durante su turno en el poder, el presidente ha sido una figura intocable. No sorprende que el presidencialismo se haya convertido en parte integral de la cultura política de México y en un estado de ánimo que ha fomentado la autocensura ideológica y analítica de buena parte de los actores políticos.36

El sistema presidencialista mexicano se perpetuó mediante un mecanismo de autopreservación: los presidentes, salvo cuando enfrentaban crisis de legitimidad, impulsaban selectivamente aquellas reformas legales y administrativas que fortalecían el poder presidencial. Simultáneamente, obstaculizaban las iniciativas que pudieran limitar su poder. Esta dinámica aseguró la continuidad del presidencialismo y limitó el desarrollo de contrapesos institucionales efectivos.37

Esta concentración del poder llevó a muchos analistas a considerar que los presidentes mexicanos, en particular desde la época de Plutarco Elías Calles y con mayor énfasis a partir de 1940, ejercían un poder prácticamente omnímodo. El presidencialismo se interpretó como el núcleo del sistema semiautoritario mexicano, fuente de la centralización estatal y de vicios sistémicos como la corrupción y el amiguismo, que obstaculizaban tanto el desarrollo democrático como la eficiencia en la gestión económica y administrativa del Estado.38

Sin embargo, un énfasis excesivo en el poder presidencial puede ser engañoso, porque el presidencialismo ha sido una parte integral de la estructura del poder y, por lo tanto, ha estado sujeto a una compleja maquinaria política y burocrática. Además, los presidentes pueden arbitrar, pero muy rara vez pueden actuar arbitrariamente sin perder el control político. Han tenido que reconocer, comprender y equilibrar cuidadosamente la fuerza relativa y los vínculos de los diversos actores políticos, económicos y sociales, y responder a sus respectivos intereses y presiones. López-Portillo repitió múltiples veces que el presidente actua como el fiel de la balanza y no como un déspota todopoderoso.39 Había un código de conducta prevaleciente sobre qué y cómo se expresaba, lo que se decidía y cómo se ejecutaba, que los presidentes se veían obligados a respetar. Esto se debía a la necesidad de asegurar la viabilidad y credibilidad del régimen político, garantizar su continuidad y evitar consecuencias indeseables tanto para ellos como para sus familias.


Un factor fundamental para la estabilidad política y la reducción de incertidumbre en el régimen de la Revolución mexicana fue la limitación del mandato presidencial a seis años, sin posibilidad de reelección. A partir de la década de 1930 se estableció un método de sucesión presidencial basado en la selección del candidato desde el “círculo íntimo” del gabinete. Esta selección consideraba múltiples variables: desde la orientación ideológica y el capital político del presidente saliente, hasta el contexto social y político del momento. Se evaluaba minuciosamente el perfil de los potenciales candidatos en aspectos intelectuales, administrativos, políticos y psicológicos, así como su compatibilidad con el proyecto presidencial vigente y su visión sobre las transformaciones necesarias para el futuro. Factores adicionales incluían sus relaciones con la élite política y actores externos, la composición y fortaleza de sus equipos y alianzas políticas, sus habilidades de comunicación, y hasta el perfil de su entorno familiar y social.40 Como concluyó López-Portillo al integrar su gabinete: “Tiene uno que pensar en la actual condición, en un difícil equilibrio, dentro del espectro tolerable de principios ideológicos, edades, militancias políticas, gremios y, claro lealtad y capacidades. Muy probablemente, entre los Secretarios, está el próximo Presidente…”.41

Al respecto, entrevistado, López-Portillo reflexionó:

Este proceso de selección del candidato simplificó por más de sesenta años el manejo del proceso preelectoral y maximizó el control político. Dio seguridad a los grupos dominantes y ayudó a preparar candidatos potenciales y probar su lealtad al sistema. Sin embargo, este procedimiento también distorsionó la toma de decisiones dentro del PRI y dentro del gabinete. Comprometió la eficiencia y la lealtad de los burócratas políticos, ya que todo el mundo sabía que el candidato presidencial del PRI probablemente ganaría las elecciones. Esto personalizó el conflicto, especialmente dentro del gabinete, y fomentó enclaves burocráticos que condujeron a luchas internas, deslealtad al presidente y obstrucción de decisiones. Los secretarios de Estado en funciones tendieron a ocultar información y a manipular argumentos a su favor.42

Los precandidatos —especialmente en el “año político” (la selección por dedazo del candidato, antes de las elecciones generales)— intentaban proteger sus aspiraciones personales y sus relaciones clientelistas.43 Una vez nominado el candidato presidencial, muchos otros políticos y burócratas se alineaban con él o ella. Entonces, paradójicamente, a pesar de los grandes poderes del presidente, podía permanecer sin información confiable y sin lealtad de los miembros de su gabinete. Con frecuencia acababa rodeado de un proceso de engaño e incertidumbre.


Estas características políticas e institucionales del sistema mexicano, por peculiares que sean, ofrecieron al país un desarrollo económico relativamente pacífico y sostenido. Sin embargo, también encapsularon la formulación de políticas económicas dentro de un ciclo político de seis años. Como lo sintetizó Laurence Whitehead:

[Bajo este ciclo,] [s]e esperan medidas de austeridad en el primer año de cada presidencia (1971, 1977, 1983) […] Es mucho más difícil en los años dos y tres de una presidencia mexicana, continuar con la austeridad o abstenerse de lanzar nuevas iniciativas de gasto para traer patrocinio y popularidad al titular […] El quinto año de cada presidencia es un momento de excepcional delicadeza política, cuando el titular debe lograr la aceptación de su candidato para la sucesión. En este punto su poder puede comenzar a menguar […] y el proceso de negociación a puertas cerradas dentro de la elite gobernante puede hacer que la política económica racional sea inusualmente difícil de sostener […] El último año de cada presidencia probablemente será uno de crecimiento administrativo. y desorden financiero, mientras el candidato oficial del partido gobernante recorre cada rincón de la nación […] Ya que el sexto año de cada ciclo presidencial tiende a tener este carácter desordenado (1952, 1958, 1964 y 1970 todos presentaron indicadores de estrés, aunque no tan severos como 1976 y 1982), es probable que el primer año de la próxima presidencia sea testigo nuevamente de austeridad. De este modo se completa el ciclo.44

Anatomía de la burocracia política mexicana: reclutamiento y profesionalización

Comprender la estructura de los sistemas políticos y burocráticos de México en las décadas de 1970 y 1980 requiere analizar las dinámicas internas de facciones y equipos que moldearon la toma de decisiones.

Las camarillas, descritas como “un grupo de personas que comparten intereses políticos y dependen unos de otros para mejorar sus posibilidades dentro del liderazgo político…”,45 no siempre compartían una ideología común. En ocasiones, una camarilla podía incluir miembros de diferentes orígenes sociales, regionales y profesionales, seleccionados principalmente por su experiencia y capacidad profesional. Mientras que el ejército, el servicio exterior y el sector financiero se basaban en relaciones más impersonales, los equipos estaban unidos por puntos de vista ideológicos, vínculos personales y objetivos políticos comunes, generalmente en torno a un líder.46

El tamaño y poder de una camarilla o equipo no siempre garantizaban el éxito. La lealtad al presidente y al jefe inmediato era clave, ya que su destitución o pérdida de influencia podía provocar la reconfiguración o disolución de estas redes. Según Roderic A. Camp:

La política mexicana, desde la generación posrevolucionaria en adelante, se ha construido sobre las interrelaciones de las camarillas. De hecho, todas las camarillas contemporáneas tienen su origen en dos grandes antepasados: las camarillas de Cárdenas y Alemán […] fue Alemán quien alteró la naturaleza del reclutamiento político ejercido por su mentor, enfatizando […] la importancia de los contactos educativos y burocráticos sobre las relaciones de Cárdenas derivadas de la Revolución.47

Estas estructuras facilitaron la representación de diversos intereses sociales y privados, consolidando a la burocracia como un eje central de la formulación de políticas. Sin embargo, también se observó que las camarillas y equipos podían generar “despidos de equipos” y pérdidas de tiempo en negociaciones, afectando la continuidad de políticas.48

A pesar de las críticas, estas dinámicas ofrecieron estabilidad política. La lealtad era premiada, mientras que la deslealtad acarreaba sanciones severas, consolidando el poder del sistema priista y reduciendo los costos políticos para la clase dominante.49

Muchos han argumentado que las prácticas de reclutamiento de los burócratas políticos no han estado determinadas por el mérito profesional y una estructura de carrera, sino por la amistad, las conexiones familiares, la ideología, la lealtad al líder y la disciplina al servicio del sistema y el líder respectivo.

La ausencia de un servicio de carrera aumenta la capacidad de respuesta al liderazgo presidencial y puede reducir o aumentar la influencia de la clientela dependiendo de la preferencia presidencial.50

Sin embargo, hay evidencia de que las prácticas de contratación normalmente respondieron a reglas identificables y a una estructura de carrera política o administrativa. Los burócratas políticos podían servir en varias agencias públicas, pero generalmente no en más de tres y normalmente dentro de un campo administrativo específico.

Prevalecía una estricta jerarquía administrativa y normalmente no se ascendía a personas a un puesto superior sin experiencia en el puesto inmediatamente inferior. A los burócratas políticos y a los políticos se les exigía cada vez más que tuvieran carreras profesionales en un sector administrativo o político específico, o que trabajasen con organizaciones de masas, que hubieran prestado servicio dentro del PRI y que tuvieran experiencia electoral.

Entre candidatos de igual formación profesional y experiencia administrativa o política, la balanza se inclinaría a favor de aquel de probada lealtad y vínculos personales. En consecuencia, la opinión general de que los nombramientos en los gobiernos del siglo XX dependieran enteramente de la amistad o de los vínculos familiares es engañosa. De hecho, aquellas camarillas y equipos que reclutan personas con mayor experiencia y habilidades superarían a aquellos con menos calificaciones. En esas épocas prevaleció un equilibrio pragmático e históricamente condicionado entre vínculos personales y experiencia administrativa.51 Además, los burócratas y los políticos no eran necesariamente reclutados entre familias, igualmente de burócratas y políticos, sino entre una amplia gama de clases sociales, principalmente de sectores profesionales e industriales privados de la clase media.52

Un aspecto notable era la colaboración y el intercambio entre un grupo relativamente pequeño de financieros públicos y empresarios influyentes. Sin embargo, la élite política se mantuvo, en su mayoría, distante de los empresarios privados y de cualquier otro grupo social destacado. La élite política tradicionalmente mantuvo sus propios métodos de selección, con lazos familiares y antecedentes sociales y educativos que difirieron de los grandes capitalistas. Hasta los años 1980, esta élite se mantuvo relativamente apartada, e incluso en oposición a los valores, la ideología y las actitudes de los capitalistas de élite. Por otro lado, desde la década de 1920, las relaciones con intelectuales prominentes fueron estrechas. Los intelectuales ayudaron a dar legitimidad a las acciones del Estado, que a cambio les ofreció prestigio, así como recompensas económicas y políticas, integrando a veces a intelectuales de la oposición en la administración pública. Significativamente, los intelectuales y los burócratas políticos compartieron lazos familiares y educativos similares.53 En contraste, los trabajadores y campesinos generalmente no tenían un origen ni una educación similar a la de los burócratas políticos. A pesar de esto, su impacto en ciertas prácticas de contratación siguió siendo significativo.

La burocracia federal perfeccionó su maquinaria para negociar con grupos de poder locales o sectoriales y equilibró su fuerza relativa con su apoyo potencial para que cada grupo sintiera que estaba adecuadamente representado en la estructura de poder. Incluso, algunos prerrequisitos eran esenciales para los cargos electivos: experiencia en el PRI y en la legislatura, liderazgo social, lealtad al presidente y al sistema.54 Cada sector dentro del PRI, y dentro de sus organizaciones constituyentes, tenía una determinada cuota de cargos electivos en legislaturas, gobernaciones, alcaldías nacionales o locales, y también en agencias federales específicas.55 Esto promovió intereses sectoriales en diferentes niveles administrativos y políticos y, en general, mantuvo una atmósfera conciliatoria.

Como resultado de la interrelación de camarillas y equipos y sus prácticas de reclutamiento, evolucionó una cultura política única, con especial énfasis en transacciones políticas ordenadas, no violentas y negociadas. Prevaleció la perspectiva de recompensa por la lealtad, la disciplina, la experiencia, las actitudes conciliadoras y la apertura a las preocupaciones sociales, así como la receptividad a los cambios políticos e ideológicos. Los conflictos entre grupos y sectores sociales tendieron a resolverse dentro del aparato PRI-gobierno, más que a través del proceso electoral y el Poder Legislativo. Esto concentró la toma de decisiones y el poder de negociación en la burocracia federal y en el presidente.

Una norma implícita era que ningún grupo monopolizaba las vías de ascenso político o burocrático. Con la creciente complejidad económica y administrativa, los tecnócratas desplazaron a los políticos tradicionales. Después de 1965, las carreras administrativas superaron al PRI como ruta hacia altos cargos. En los años setenta, jóvenes tecnócratas de centro-izquierda ocuparon posiciones clave, pero la crisis económica de los ochenta los expulsó del poder. Hasta entonces, el régimen había sido ideológicamente diverso. Posteriormente ocurrió una homogeneización: los nuevos burócratas políticos provenían principalmente de instituciones privadas y extranjeras, y mantenían estrechos vínculos con la élite capitalista.56

Hay muchas categorizaciones posibles para la evolución de las políticas burocráticas, que facilitan identificar sus diversos orígenes y su papel en la formulación de políticas. Sin embargo, arrojan poca luz sobre la dinámica de los grupos burocráticos específicos que, en última instancia, fueron más importantes a la hora de dar forma a las decisiones y cambios políticos.

Liberalismo económico: entre el nacionalismo introspectivo y la ortodoxia orientada al exterior

Los enfoques teóricos del liberalismo parten de la premisa de la racionalidad individual y el interés propio. Herramientas como la teoría de juegos y la noción de equilibrio de Pareto han nutrido visiones neoliberales sobre la eficiencia del mercado. Sin embargo, la economía conductual y los hallazgos de Kahneman y Tversky57 muestran que la política real puede desviarse de supuestos teóricos simplistas sobre el mercado y la intervención estatal y exige su adaptación a la forma real en que las personas toman decisiones.

El liberalismo económico mexicano se halla profundamente arraigado en la tradición posrevolucionaria, mucho antes de los años ochenta. Aunque convivió con matices nacionalistas e incluso con un barniz de marxismo en las décadas de 1930 a 1970, se erigió gradualmente como la corriente de libre mercado alternativa a los modelos dirigidos por el Estado (en particular tras el “socialismo mexicano” de los años treinta).

Desde los cuarenta, este liberalismo coexistió con el nacionalismo revolucionario y con acuerdos sociales, políticos y económicos que le otorgaban matices introspectivos hasta mediados de los años ochenta. Su orientación más “hacia el exterior” solo devino cuando el empresariado mexicano mostró mayor confianza en su capacidad competitiva y en las alianzas económicas internacionales. En este sentido, la transición al liberalismo exportador estuvo muy condicionada por las peculiaridades políticas y económicas de los años 1980-1990 y por la estructura política singular de México.

El liberalismo económico introspectivo en México combinó principios de nacionalismo y antiimperialismo (acordes con la Constitución de 1917), priorizando la formación de capital y la creación de empleo productivo. El Estado desempeñaba un rol crucial de intervención, otorgando subsidios e infraestructura para promover la paz social y asegurar mano de obra accesible.

No obstante, el empresariado nacional carecía de una sólida competitividad externa, requiriendo apoyo estatal para prosperar. Así, se impulsó la “mexicanización” de la economía, donde el Estado protegía la inversión privada local y estabilizaba la macroeconomía. Algunos sectores proponían subordinar los recursos estatales al servicio del sector privado.

En términos estrictamente económicos, este liberalismo introspectivo priorizaba la libre fijación de precios, incluso a costa de cargas sobre grupos vulnerables. Los programas de bienestar social se juzgaban onerosos, de modo que se enfocaban en la inversión productiva. Para evitar la fuga de capitales, se establecieron tasas de interés reales por encima de las internacionales y se mantuvo un tipo de cambio fijo frente al dólar, buscando confianza y estabilidad para la inversión.

Asimismo, se rechazó la expansión basada en deuda y déficit público, subrayando el conservadurismo fiscal como pilar de la política económica. El financiamiento del déficit vía banca comercial debía eliminarse, optando por cierta protección industrial moderada para apoyar la ISI (industrialización por sustitución de importaciones). Este esquema coordinaba la inversión pública con el sector privado, promoviendo un modelo de industrialización bajo tutela estatal.

En sus primeras fases, el liberalismo introspectivo legitimó la construcción de un mercado capitalista amparado por el Estado, orientado al fortalecimiento de una clase empresarial local. Encontró sustento teórico en el keynesianismo (como las políticas contracíclicas) y en el estructuralismo cepalino (que justificaba la planificación y la protección a industriales nacionales). Dentro de esta lógica, se afirmaba que el crecimiento económico debía preceder a la redistribución para cumplir la demanda de justicia social de la Revolución. Los capitalistas se convirtieron, en palabras de Aguilar Camín, en “Los Perdonados de la Revolución”.58


Como observó David Ibarra (secretario de Hacienda con López-Portillo):

El atraso económico y el agudo desequilibrio de las finanzas externas que se manifiestan a principios de los años treinta, no ofrecieron más alternativas que la de fortalecer a toda costa el proceso de formación de capital, sacrificando la difusión de los beneficios del desarrollo […] [proceso] común a los países que han conseguido impulsar procesos intensos de desarrollo a partir de bases productivas muy endebles.59

La crisis de 1968, sin embargo, evidenció tensiones entre el Estado y el sector privado, poniendo de relieve problemas de legitimidad política y de viabilidad del proyecto revolucionario. El periodo 1970-1980 se signó por mutuas recriminaciones y desconfianza inversora, que llevaron a cambios drásticos en las políticas macroeconómicas y terminaron por desplazar este liberalismo introspectivo hacia una versión más ortodoxa y orientada al exterior, en consonancia con la coyuntura internacional. Dicho giro implicó la contracción del papel estatal y una política de apertura, desregulación y privatización, cerrando un ciclo de la política económica mexicana y dando paso a un nuevo paradigma para las décadas siguientes.

Liberalismo ortodoxo y sus grupos constituyentes

Durante los años 1960-1970, la ortodoxia económica se arraigó en las élites, con énfasis en los modelos neoclásicos basados en la competencia mercantil. Rechazaba el nacionalismo económico del periodo posbélico, aunque no constituía una doctrina monolítica. Partía de las ideas de Alfred Marshall y Leon Walras, caracterizándose por la homogeneización de conceptos económicos clásicos y neoclásicos, y reemplazando sin mayor adaptación local al desarrollismo nacional.

Con frecuencia, se asocia a la derecha económica en México, y se afianzó a través de poderosos grupos de presión dentro y fuera del Estado. Por un lado, la Secretaría de Hacienda (SHCP) y el Banco de México fungían como ejes burocráticos de este enfoque antiestatista y promercado, aunque en la práctica toleraban proteccionismo y subsidios cuando convenía. Sus funcionarios solían tener nexos estrechos con banqueros y grandes industriales.60

Desde una perspectiva weberiana, la burocracia estatal adquiere un papel central al subrayar no solo la multiplicidad de centros de poder, sino también la importancia de la legitimidad que emana de un funcionamiento administrativo riguroso. La “autonomía incorporada”61 de la burocracia y su capacidad para vincularse con la sociedad civil resultan cruciales para comprender por qué ciertas reformas tienen éxito o fracasan. Sin embargo, en la experiencia mexicana este modelo se enfrenta a desafíos particulares, pues la prevalencia de redes informales y clientelismo a menudo diluye esta eficacia. Esta tensión se hace patente en instituciones como la SHCP y el Banco de México, donde el equilibrio entre rigor administrativo y prácticas informales marca la pauta de la política económica.

Por otro lado, en el sector privado florecieron distintas organizaciones empresariales con posturas variables ante el Estado y el liberalismo. El CCE, la Coparmex, la Concanaco y la Asociación Nacional de Banqueros de México encarnaban la visión ortodoxa de “libre mercado”, oponiéndose al populismo y defendiendo un modelo antiestatista.62 Entretanto, la Concamin y la Canacintra defendían intervención estatal moderada, políticas fiscales expansivas y subsidios, alineándose más con el PRI y la CNOP, partidarios de un liberalismo menos radical.63

Pese a su influencia económica, el sector privado mexicano fue por décadas un “enano político”, sin un programa industrial propio y actuando de manera reactiva a las iniciativas estatales. El vacío ideológico se llenó con la labor de intelectuales externos a los empresarios.64 Además, el marco jurídico subordinaba formalmente sus intereses a los nacionales,65 y el Estado favorecía acuerdos clientelistas para asegurar su cooperación,66 fomentando una coexistencia entre el “individualismo posesivo” empresarial y el “autoritarismo redistributivo”.67

No obstante, la legitimidad social del empresariado fue a menudo cuestionada, lo que generó actitudes antiempresariales y, en contextos conflictivos, medidas radicales como la fuga de capitales o el embargo de inversiones para presionar cambios gubernamentales.68 Esta dinámica alcanzó su culminación en la “alianza de banqueros” descrita por Maxfield, que integraba el capital financiero e industrial.69


El PAN y la Iglesia católica: influencias en la derecha económica


El Partido Acción Nacional (PAN) se erigió como un actor destacado en la política mexicana, vinculado a la clase empresarial y a la Iglesia católica. Aunque defendía postulados liberales y democráticos, su confrontación con el estatismo, el populismo y el autoritarismo priista lo llevó a movilizar a la clase media y a incidir en la opinión pública.70

La Iglesia católica, por su parte, desempeñó un rol central en los círculos conservadores de México, defendiendo valores tradicionales y un modelo social-católico. Su relación con el capitalismo, empero, fue ambivalente: criticaba el individualismo exacerbado, pero mostraba sintonía con ciertas políticas redistributivas del Estado.71 A partir de los años setenta, la Iglesia rompió su silencio político, retando las prácticas autoritarias y reclamando derechos civiles.72


En conjunto, el PAN y la Iglesia católica ofrecían un contrapeso al autoritarismo del régimen, articulando reclamos de sectores ignorados. Sin embargo, su relación con el empresariado y con las políticas gubernamentales plasmó una tensión constante entre sus principios doctrinarios y las dinámicas pragmáticas de la política nacional.

Perspectivas marxistas y la izquierda mexicana

En general, las explicaciones marxistas destacan la forma en que el Estado promueve la acumulación de capital o actúa en su contra para mantener la cohesión social. Autores como Miliband, Poulantzas u Offe73 han insistido en la importancia de la “autonomía relativa” del Estado y sus vínculos con la clase capitalista, a la vez que Gramsci aporta el concepto de “hegemonía cultural” para entender cómo las élites políticas y económicas legitiman sus proyectos.74

Durante las décadas de 1960 y 1970 el marxismo y el neomarxismo cobraron relevancia en México, en un entorno marcado por las tensiones ideológicas Este-Oeste y el descontento con la polarización económica y política. El ascenso de interpretaciones marxistas se vio impulsado por la denuncia de la alianza percibida entre el Estado y el capital monopolista, la falta de instituciones democráticas y el imperialismo capitalista (ejemplificado por la guerra de Vietnam). Para finales de los sesenta, los enfoques marxistas de la historia ganaron aceptación entre académicos mexicanos, mientras disminuían los intelectuales liberales.75 Aun así, a diferencia del marxismo occidental más sofisticado, los estudios locales tendieron a ser dogmáticos y con poca base empírica.

La transición al socialismo —cuestión central para el marxismo— se vinculaba al análisis del poder y la función del Estado mexicano. Algunos afirmaban que el Estado podía adquirir suficiente autonomía dentro del capitalismo para favorecer una transición socialista. Otros, en cambio, veían dicha autonomía como herramienta para unificar a la clase dominante bajo el control estatal, garantizando su legitimidad. Así, aunque ocasionalmente beneficiara a unas facciones de la élite, a la larga equilibraba intereses de clase.76 Aunque el Estado mexicano mostró cierta independencia frente a la élite dominante, varios analistas sostienen que a la postre protegía al capital.77 Su relativa autonomía se midió por la eficacia con que mediaba conflictos de clase,78 o por su capacidad para conjugar capital nacional y multinacional y frenar la desigualdad.79 Además, el Estado buscaba legitimarse a través de organizaciones de masas sin perder el apoyo burgués para recursos económicos, manteniendo un equilibrio inestable.80

Para muchos autores, la crisis de los años ochenta —concebida como parte de la reestructuración mundial del capitalismo— obligó al Estado mexicano a adoptar patrones de acumulación más efectivos, como el “modelo de exportaciones secundarias”.81 Las viejas características del sistema político se volvieron obsoletas y fueron sustituidas por una tecnocracia más centralizada, volviendo al Estado “más independiente de la sociedad civil, pero más dependiente de las clases dominantes”.82 La variedad de interpretaciones marxistas alimentó también la fragmentación de los movimientos de izquierda: más que las políticas económicas, el principal escollo era un régimen semicapitalista dependiente que dificultaba tanto la “democratización del capitalismo” como una transformación revolucionaria hacia el socialismo.

El papel de la izquierda mexicana: fragmentación y cooptación

La izquierda mexicana, diversa y fragmentada, tuvo un impacto político limitado a lo largo del siglo XX. Tras el movimiento de 1968, el PRI contuvo su avance. No obstante, el ideario marxista se difundió en universidades públicas, sindicatos, editoriales e incluso algunos espacios burocráticos y mediáticos.83 El Estado, consciente de esta influencia, apoyó ideas progresistas que reforzaban la visión de una economía mixta y una “democracia social”, base del régimen posrevolucionario. De ahí emergió la reforma política de 1977, que pretendió ensanchar la participación democrática y robustecer la legitimidad en plena crisis (sus detractores la consideraron una estrategia de supervivencia ante la erosión de legitimidad y el crecimiento de la oposición).84 A ellos, Carlos Salinas de Gortari los calificó como “adentristas disidentes” en el Colegio Nacional de Economía. Esta defensa del gobierno llamó la atención, entre otros, de López-Portillo.

Con el colapso económico de 1982, las expectativas de justicia social vinculadas a la democracia social se derrumbaron. El gobierno abandonó el populismo revolucionario y adoptó posturas neoliberales, debilitando aún más a la izquierda y empujando a algunos de sus miembros a confluir con corrientes liberales emergentes. Aunque la reforma política de 1977 invitó a grupos comunistas a la competencia electoral, la fragmentación persistió: el PSUM en 1982 fracasó tanto en urnas como en la conciliación de sus facciones.85 La nacionalización bancaria ese año agudizó tensiones. En 1987, la escisión del PRI permitió un resurgir efímero de la izquierda bajo la candidatura de Cuauhtémoc Cárdenas.86

Pese a su peso ideológico en los setenta, la izquierda no logró un proyecto duradero. Para José Blanco, su debilidad derivó de la falta de experiencia política, el abandono del campesinado, los procedimientos internos poco democráticos y la ausencia de una alternativa económica coherente. Roger Bartra retrató la situación como “una cabeza en busca de su cuerpo”,87 y Monsiváis lo relacionó con un “pesimismo histórico” que frenaba el entusiasmo por el comunismo.88 López-Portillo, por su parte, consideraba que “el pueblo mexicano ya había tenido su revolución”.89


La disolución del bloque soviético y el auge del capitalismo de Estado chino en los años ochenta debilitaron aún más a la izquierda mexicana, cuyos sectores comunistas y socialistas se disolvieron o reconvirtieron en socialdemocracias poco diferenciadas.90 También influyó la injerencia de Estados Unidos, interesado en afianzar un escenario político de centroderecha en México y en promover un sistema casi bipartidista. Ya entrados los ochenta, la izquierda adoptó una actitud más intelectual y desconectada de los movimientos obreros.

En años recientes, la llamada “Cuarta Transformación” ha fusionado elementos populistas, liberales y moderadamente marxistas, camino a lo que algunos denominan “tecnopopulismo”.91 Sin embargo, la prioridad dada a la democracia política —y no tanto a la justicia social— facilitó el ascenso de tecnócratas neoliberales, dejando a la izquierda sin un rol claro como mediadora entre Estado y sociedad.92 La lucha por un modelo de desarrollo inclusivo permanece como asignatura pendiente.

La paradoja neoliberal: Estado fuerte para un Estado mínimo

La transición hacia el neoliberalismo en México reveló una paradoja fundamental: mientras se promovía la reducción del Estado en la economía, se requería un Estado fuerte para implementar estas reformas. A pesar de la retórica neoliberal sobre la disminución del poder estatal, prescindir de estas herramientas de control político habría puesto en riesgo la viabilidad del proyecto modernizador.93

La transformación neoliberal requirió un proceso de exclusión progresiva de los sectores populares, acompañado de una mayor centralización del control político.94 A diferencia del nacionalismo económico, que permitía cierta pluralidad ideológica dentro del aparato estatal, el neoliberalismo mexicano se caracterizó por su intolerancia hacia cualquier perspectiva divergente. Esta ortodoxia ideológica no solo afectó las políticas económicas, sino que transformó la composición misma de la burocracia estatal.

La implementación de la reforma neoliberal planteó un dilema fundamental de gobernabilidad. La respuesta del régimen fue fortalecer el presidencialismo hacia finales de los ochenta, convirtiendo lo que algunos críticos denominaron un “experimento de la derecha” en una nueva forma de intervencionismo estatal, irónicamente similar a las reformas borbónicas del siglo XVIII en su verticalidad y alcance. El presidencialismo fuerte emergió como una solución pragmática ante la necesidad de mantener la estabilidad política mientras se implementaban reformas económicas radicales.95

Una característica crucial de esta adaptación fue la capacidad del sistema presidencial para facilitar cambios drásticos de política económica sin comprometer la estabilidad del régimen. Esta flexibilidad se manifestó particularmente en dos momentos críticos de transición: de Díaz Ordaz a Echeverría, cuando el modelo político enfrentó una crisis de legitimidad, y de López-Portillo a De la Madrid, cuando se abandonó el nacionalismo económico en favor del neoliberalismo. En ambos casos, la institución presidencial demostró su capacidad para absorber el costo político del cambio y redirigir la responsabilidad por los fracasos previos, manteniendo así la continuidad del sistema mientras se transformaban radicalmente sus políticas.96










Capítulo 2El nacionalismo económico en la encrucijada: Estado, desarrollo y crisis durante el gobierno de Luis Echeverría Álvarez (1970-1976)


Los setenta fue una era de auge del nacionalismo económico. Después de la crisis de 1968 se agotaron las posibilidades del llamado “desarrollo estabilizador”. El nacionalismo económico, revigorizado como economía mixta y rectoría del Estado, ofreció la promesa de restaurar a la nación recursos estratégicos que de otro modo caerían en manos de la hegemonía privada, extranjera y nacional. Un papel mayor y más eficiente del Estado produciría un uso más racional de los recursos escasos para fines nacionales y sociales.1 Las críticas neoclásicas contra la intervención estatal, la planificación económica y la regulación del sector externo eran vistas como simplificaciones excesivas.2

El nacionalismo económico era introspectivo y antiimperialista, pero no anticapitalista.3 Al seguir la escuela de pensamiento de la CEPAL, se concentró en la relación centro-periferia. Suponía que el desarrollo capitalista en los países periféricos era factible siempre que se siguieran políticas apropiadas para superar las limitaciones estructurales internas y externas.

En las décadas de 1960 y 1970 la creciente influencia de los movimientos de protesta contra el imperialismo y el capitalismo, junto con la desilusión de la industrialización por sustitución de importaciones (ISI) bajo el desarrollo estabilizador, allanaron el camino para la adopción de nuevos modelos económicos. Estos modelos buscaban superar la dependencia de capital extranjero y se centraban en alcanzar el pleno empleo y la equidad distributiva dentro del país, así como la igualdad en el ámbito internacional. La estrategia incluía reforzar el poder y la autonomía del Estado. A principios de los años setenta, los nacionalistas se proclamaron continuadores del legado revolucionario y de las políticas de presidentes como Lázaro Cárdenas.4

Las estrategias nacionalistas habían sido apoyadas por los modelos “prebisheanos”, el neokeynesianismo, la escuela estructuralista de Noyola-CEPAL y el análisis de la dependencia. Los analistas de izquierda llamaron a estas teorías “modelo de crecimiento económico autolimitado”, criticando que, a diferencia del marxismo, ignoraban las contradicciones del capitalismo, la proletarización laboral y su relación con el débil mercado interno.5

Nacionalismo y distribución del ingreso

De acuerdo con el nacionalismo económico mexicano, la redistribución de ingresos, la igualdad de oportunidades, y la promoción del bienestar social y la justicia son considerados objetivos nacionales esenciales. Esta visión refleja una larga tradición intelectual.6

En contraste teórico, se encuentra la “teoría de la justicia” de John Rawls, que sostiene que una distribución equitativa de la riqueza se justifica mediante un contrato social. Rawls argumenta que si las personas tuvieran que tomar decisiones desde una “posición original” de igualdad, optarían por principios que minimicen el riesgo de vivir en condiciones de pobreza.7

El nacionalismo económico parte del supuesto de que la cuestión de la distribución de la riqueza está firmemente planteada por la Revolución mexicana y la Constitución. Sin embargo, esta visión enfrenta críticas desde diversas perspectivas, incluyendo las marxistas y liberales. Los marxistas dudan de la viabilidad de alcanzar la justicia distributiva bajo el capitalismo, mientras que los críticos neoclásicos señalan una contradicción en la presuposición de que el ingreso personal es un recurso inicialmente libre, para después tratarlo como un bien público.8 Estas teorías ignoran cómo la creciente complejidad social hace que conceptos como el ingreso básico resulten insuficientes al no considerar aspectos como la distribución de renta durante la vejez o el impacto en generaciones futuras. Además, critican la naturaleza estática de las conclusiones de Rawls al analizar las disparidades entre sociedades ricas y pobres desde un enfoque histórico y teórico.

En relación con la Revolución mexicana, se puede argumentar que no representó una “posición original” completamente satisfactoria, incluso desde la perspectiva de los propios nacionalistas. Aunque fue “original” en su compromiso con la justicia distributiva como parte de un proceso dinámico que requería primero generar riqueza antes de distribuirla. Esto llevó a los nacionalistas a adoptar posiciones más liberales, defendiendo que recompensar a los generadores de riqueza beneficiaría el bienestar material general a través de un efecto de filtración. Especialmente en la era post-Cárdenas, la búsqueda de una distribución más justa podría reformularse teóricamente de la siguiente manera: un incremento en la parte que corresponde a los más recompensados es justificable si y solo si resulta en un aumento de la parte destinada a los menos recompensados.9


El fracaso en abordar la concentración de capital y riqueza en manos de unos pocos capitalistas mexicanos y empresas multinacionales contribuyó a desatar la crisis que siguió al año 1968. Durante la década de 1970 prevalecía la percepción de que la distribución del ingreso nacional entre capital y trabajo había empeorado desde 1940.10 La respuesta nacionalista a esta situación fue la preservación y la creación de empleos en masa. Los nacionalistas mexicanos se sumaron con entusiasmo a esfuerzos multilaterales destinados a fomentar condiciones económicas que promovieran una mayor igualdad.

Nacionalismo y desarrollo compartido

La ISI se concibió, justificó y consolidó como la vía hacia un desarrollo independiente y justo, alineado con los ideales de la Revolución mexicana. Se crearon o expandieron empresas paraestatales en sectores clave como el petróleo (Pemex), la electricidad (CFE) y la siderurgia (Sidermex). En 1970 se estableció el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) para promover el desarrollo científico y tecnológico, y en 1973 se creó la Comisión Nacional de Inversiones Extranjeras para regular y limitar la inversión extranjera en sectores estratégicos. También se fundaron instituciones financieras como Nacional Financiera (Nafinsa) y el Banco Nacional de Comercio Exterior (Bancomext) para canalizar recursos a sectores prioritarios. En paralelo, se ampliaron los programas sociales y subsidios para promover el “desarrollo compartido” y reducir la desigualdad bajo el gobierno de Luis Echeverría.

Estas políticas fueron interpretadas de diferentes maneras según el enfoque analítico. Desde una perspectiva marxista, la expansión del papel del Estado y la creación de empresas paraestatales respondían a la necesidad de controlar los medios de producción y redistribuir los beneficios en favor de las clases trabajadoras, limitando el poder del capital privado. Para los weberianos, estas políticas reflejaban un esfuerzo del Estado por consolidar su capacidad administrativa y controlar sectores estratégicos, utilizando la burocracia para implementar programas económicos. En cambio, desde una perspectiva neoclásica, estas intervenciones se veían como distorsiones del mercado que obstaculizaban la competencia eficiente y generaban ineficiencias en la asignación de recursos. Este contraste subraya la necesidad de un análisis plural que considere cómo cada corriente proponía respuestas distintas a los desafíos económicos de México.

El impacto de estas políticas varió según la región. El centro y el norte del país experimentaron un mayor desarrollo industrial, favorecidos por su proximidad a Estados Unidos y su infraestructura preexistente. La frontera norte, por ejemplo, se benefició del Programa de Industrialización Fronteriza. En contraste, el sur y el sureste del país quedaron relativamente al margen del desarrollo industrial, aunque recibieron algunos proyectos de infraestructura y turismo. Años más adelante, las zonas petroleras del golfo de México experimentaron un auge económico durante el boom petrolero de los años setenta, mientras que las zonas rurales se beneficiaron menos de la industrialización.

El análisis de la dependencia y las ideas neomarxistas impactaron profundamente en México, influyendo en políticos, líderes sociales e intelectuales de izquierda, en especial después de 1968.11 Mantuvieron viva la tensión ideológica en la búsqueda de una estrategia igualitaria de desarrollo y del fortalecimiento de las instituciones democráticas.12 Esta corriente crítica, insatisfecha con el modelo de industrialización periférica y con el desarrollo histórico del país, impulsó la demanda de un Estado más fuerte y autónomo, capaz de enfrentar al capital rapaz —nacional y extranjero— mediante controles económicos y la revitalización del nacionalismo cultural.

Se argumentaba que la planificación estatal debía jugar un rol central, buscando una coherencia entre los objetivos económicos y sociales y la distribución de recursos e infraestructura institucional, para alcanzar un desarrollo equilibrado entre la agricultura y la industria. Se proponía transformar y descentralizar la capacidad industrial, fomentar el capital estratégico y los bienes intermedios. En resumen, se sugería que una “industrialización por sustitución de importaciones” bajo una rectoría del Estado más autónoma sería más efectiva para cumplir con los intereses nacionales, que el modelo previo de desarrollo estabilizador, que había fallado en alcanzarlos.13

No obstante, del debate internacional emergieron dos estrategias opuestas. Por un lado, algunos argumentaban que los sectores modernos podrían impulsar la acumulación de capital e industrialización, sugiriendo que concentrar el ingreso en la clase media estimularía la demanda de bienes modernos.14 Por otro lado, la mayoría criticaba la idea de un crecimiento económico centrado en bienes de consumo duraderos, más intensiva en capital e importaciones. Este enfoque, según argumentaban, resultaría en una capacidad reducida para ahorrar divisas, creando mayores limitaciones externas para el desarrollo y una mayor vulnerabilidad a choques externos. La modernización del consumo en solo una parte de la población agravaría la desigualdad y el crecimiento económico sesgado, limitando la expansión de un mercado interno para bienes duraderos y conduciendo a crisis de sobreacumulación.15 Muchos nacionalistas mexicanos respaldaron esta visión y promovieron una nueva estrategia de desarrollo hacia una mayor autonomía económica y un crecimiento más sólido y equitativo.


En la década de 1970, muchos destacaron la necesidad de revitalizar el nacionalismo en México, siguiendo el ejemplo de líderes revolucionarios como Cárdenas. Sin embargo, se señaló que era esencial “limpiar” el Estado de monetaristas ortodoxos y afiliados a las políticas del FMI.16 Se criticó que su enfoque en controlar la inflación y la balanza de pagos sacrificaba la capacidad del Estado para gestionar justamente los beneficios del crecimiento.

Por otro lado, para mencionar un ejemplo de posturas ambivalentes, Leopoldo Solís inicialmente apoyaba ideas monetaristas, también compartía diagnósticos nacionalistas contra el colonialismo económico y cultural.17 Rechazando el marxismo y la visión neoclásica, propuso una perspectiva única, aunque pesimista, de “desarrollo integral” y “crecimiento equilibrado”, priorizando el sector tradicional y la planificación estatal. No obstante, en la década de 1980 se inclinó claramente hacia el liberalismo económico ortodoxo y la liberalización económica.18

Por su parte, René Villarreal ofreció una fusión novedosa, el “neoestructuralismo” (estructuralismo neoclásico), criticando tanto la teoría comercial convencional como el proteccionismo dogmático para la formulación de políticas económicas. Argumentó que los desafíos del desarrollo en países periféricos se debían principalmente a la insuficiencia de ahorro e inversión productiva tanto internos como externos. Promovió una transformación económica estructural más liberal, con enfoques en “sustitución de exportaciones” y “sustitución selectiva de importaciones”, como claves para un crecimiento económico autosostenido.19

México en la encrucijada global

Cuatro dinámicas geopolíticas principales marcaron la transformación del orden internacional entre 1968 y 1980, afectando profundamente la política económica mexicana y poniendo bajo presión el modelo de nacionalismo económico vigente desde 1932.

La Guerra Fría experimentó cambios significativos. La invasión soviética de Checoslovaquia (1968) reafirmó la doctrina Brezhnev de soberanía limitada en Europa del Este, mientras que la derrota estadounidense en Vietnam (1975) evidenció los límites del poder militar de Estados Unidos y debilitó su estrategia de contención. Sin embargo, este periodo también vio intentos de distensión, como el tratado SALT I (1972) para el control de armas nucleares y los Acuerdos de Helsinki (1975), que promovieron principios de coexistencia entre Este y Oeste.

Paralelamente, la descolonización y el surgimiento del Sur Global alteraron el balance de poder internacional. El Movimiento de Países No Alineados y el Grupo de los 77 articularon demandas por un Nuevo Orden Económico Internacional, que cuestionaba las estructuras económicas heredadas del colonialismo y promovía mayor autonomía para los países en desarrollo. Estas iniciativas resonaron particularmente en México, donde la política exterior buscaba fortalecer su independencia económica y consolidar una posición intermedia entre los bloques de la Guerra Fría.

Durante los años setenta y ochenta, regímenes comunistas como la URSS veían al régimen mexicano como una manifestación de nacionalismo burgués, “con ayuda del cual intenta expandir su influencia sobre las masas, resolver mediante el reformismo burgués los problemas internos de carácter socioeconómico, [y] reforzar las posiciones de política exterior de los círculos gobernantes mexicanos”.20 La URSS percibía en general “la dirección antiimperialista del rumbo de la política exterior de México, [así como] la cercanía o coincidencia de sus puntos de vista con los nuestros [de la URSS] sobre diversos problemas internacionales”, en especial, “el reforzamiento de la independencia política y económica del país” y “la autodeterminación de los países de la región contra cualquier injerencia en sus asuntos internos”.21

Por otra parte, Echeverría obtuvo logros significativos en materia de derecho internacional y soberanía marítima. Impulsó exitosamente el reconocimiento internacional de la zona económica exclusiva de 200 millas náuticas, plasmada posteriormente en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar en 1982, asegurando así mayores derechos soberanos para México. Paralelamente, Echeverría fue un promotor activo de los derechos humanos en foros internacionales, respaldando la Declaración Universal y contribuyendo a la Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados en 1974, que buscaba establecer un nuevo orden económico internacional más justo. Mientras estos logros consolidaban la posición diplomática de México, los conflictos en el Medio Oriente transformaban el panorama económico global, obligando al país a replantear su estrategia en un contexto de crisis petrolera y nuevas oportunidades.

Los conflictos en el Medio Oriente también impactaron la economía global. La Guerra de los Seis Días (1967) y la Guerra de Yom Kippur (1973) provocaron el embargo petrolero árabe y la crisis energética de 1973, disparando los precios del petróleo y generando recesión en países industrializados. Para países exportadores como México, esto representó una oportunidad para fortalecer su economía basada en la renta petrolera.

A nivel interno, el nacionalismo económico, consolidado a través del “desarrollo estabilizador” (1952-1970), había impulsado un crecimiento sostenido del 6% anual, pero también generó desigualdades sociales y regionales. Mientras el centro y el norte del país se industrializaban, el sur quedaba rezagado. Además, la expansión económica beneficiaba principalmente a las élites, mientras sectores populares y clases medias emergentes demandaban una distribución más equitativa de la riqueza y una mayor participación política.

El movimiento estudiantil de 1968 y la masacre de Tlatelolco marcaron un punto de quiebre, al evidenciar la falta de apertura del régimen y socavar la legitimidad del Estado posrevolucionario como garante del progreso social. Este contexto de tensiones internas y cambios globales puso a prueba el nacionalismo económico, que debía mantener sus ideales de soberanía y justicia social mientras respondía a crecientes presiones estructurales.

El sistema económico internacional también atravesaba transformaciones profundas. El colapso del sistema de Bretton Woods en 1971 eliminó la convertibilidad del dólar en oro y dio paso a una era de tipos de cambio flotantes y volatilidad financiera. Las crisis petroleras de 1973 y 1979 trastocaron el equilibrio económico global, generando un desafío a los postulados keynesianos y favoreciendo la consolidación de ideas neoliberales en las economías avanzadas.

Mientras tanto, la globalización financiera se aceleró con el reciclaje de petrodólares y la expansión del mercado de eurodólares, lo que facilitó un auge del crédito internacional. Bancos internacionales, con exceso de liquidez, incrementaron sus préstamos a países en desarrollo, permitiendo a México posponer ajustes económicos mediante un endeudamiento creciente.

A nivel comercial, el auge de las cadenas globales de valor y el ascenso de las economías asiáticas, que adoptaron estrategias orientadas a la exportación, contrastaban con el agotamiento del modelo de sustitución de importaciones en América Latina. Esto planteó un dilema para México: persistir en su modelo de nacionalismo económico o adaptarse a las nuevas condiciones globales.

Estos desafíos internacionales impactaron a la administración de Luis Echeverría y su política de “desarrollo compartido” con ingresos fiscales insuficientes y una estrategia inadecuada de precios públicos. Esto llevó a un aumento del endeudamiento y la necesidad de imprimir dinero.22 A mediados de 1973, México enfrentó un aumento significativo de la inflación, que comenzó a desviarse de los niveles históricamente bajos que había mantenido en comparación con Estados Unidos. Este repunte inflacionario coincidió con el impacto global del primer embargo petrolero, desencadenado tras la Guerra de Yom Kippur. La interrupción en el suministro de petróleo y las distorsiones resultantes en los mercados internacionales no solo generaron una escalada en los precios de la energía, sino que también exacerbaron la inestabilidad económica mundial. En México, esta situación puso en riesgo la estabilidad del tipo de cambio fijo, que había permanecido sin variaciones frente al dólar desde 1954.


A pesar de estos desafíos, el gobierno continuó endeudándose tanto a nivel nacional como internacional, facilitado por los cambios en el sistema financiero global y la disponibilidad de eurocréditos. Las fuertes necesidades de importación, las débiles exportaciones y un déficit en la cuenta corriente (bienes, servicios y transferencias que se importan son mayores a los que se exportan, generando una salida neta de divisas), que se cuadruplicó entre 1971 y 1976, exigieron un rápido crecimiento del endeudamiento externo. Esto fue posible gracias a la perturbación del sistema financiero internacional, la privatización del crédito y la relajación de las condiciones de endeudamiento en los mercados norteamericano y europeo, que permitieron el reciclaje de “petrodólares”.23

Esta dependencia del endeudamiento y la creación de dinero para cubrir los déficits fiscales presionó el tipo de cambio fijo, especialmente cuando Estados Unidos entró en recesión en 1975, empeorando el déficit de la balanza de pagos de México24 (que ocurre cuando las salidas de divisas en todas las transacciones internacionales superan a las entradas, generando un desequilibrio global en la economía del país). En respuesta, el Banxico elevó las tasas de interés para mantener el ahorro interno y respaldar las reservas internacionales.25 Los nacionalistas, sin embargo, argumentaron que los factores externos, las altas tasas de interés fijadas por el Banxico y las prácticas monopólicas y especulativas del sector financiero eran los culpables de la inflación, no el déficit público. El posterior programa antiinflacionario de la SHCP y el Banxico tenía como objetivo controlar la inflación mediante una política fiscal activa y medidas monetarias restrictivas,26 pero este enfoque condujo a políticas económicas inconsistentes y a una inestabilidad económica continua de 1974 a 1976.27

Desarrollo compartido y democracia social

El movimiento estudiantil de 1968 y la campaña de Luis Echeverría en 1969-1970 resaltaron la urgente necesidad de una nueva economía política en México. El modelo de “desarrollo estabilizador” de la década de 1960,28 criticado por no lograr justicia social e igualdad económica, fue considerado inadecuado por muchos. El fin de un periodo económico internacional tranquilo y de desafíos globales manejables impulsó a los países latinoamericanos, incluido México, a buscar políticas económicas que enfatizaran la planificación, la redistribución del ingreso y una intervención estatal que alejara al país de la dependencia del capital transnacional y los intereses privados.29

El gobierno del presidente Echeverría, influenciado por el nacionalismo económico y el reclutamiento de tecnócratas de izquierda, se propuso rectificar las deficiencias del modelo anterior integrando varias teorías económicas influenciadas por el análisis de la dependencia, el estructuralismo y el pensamiento keynesiano-kaldoriano. Este nuevo modelo tenía como objetivo abordar las limitaciones de la política anterior. Se centró en reducir la concentración de la riqueza, aliviar la marginación y proteger a las empresas mexicanas del dominio transnacional. Proponía una intervención estatal y una alianza con la población en general que reflejara los ideales del “nacionalismo revolucionario”.

Este viraje provocó importantes conflictos internos en el gobierno, particularmente entre los nacionalistas y el grupo de economistas ortodoxos empotrados en el sector de finanzas públicas de la SHCP-Banxico. Este choque resultó en amargas luchas internas en el gabinete y una serie de crisis económicas y políticas durante el gobierno de Echeverría, que continuaron bajo la administración de López-Portillo. Estas tensiones prevalecieron en el contexto que definió la transición del nacionalismo económico al neoliberalismo en un panorama económico global cambiante.

Los comienzos de un punto muerto

La crisis de 1968 […] inició un debate nacional sostenido sobre las deficiencias y contradicciones del desarrollo mexicano [y] socavó gravemente el “mito de la Revolución Mexicana” y la suposición del logro progresivo de logros socioeconómicos y políticos. La justicia está oficialmente asociada con el modelo de desarrollo de México posterior a 1940.30

Las estrategias económicas de Echeverría fueron una respuesta a esta crisis, enfatizando la apertura democrática y el desarrollo compartido para abordar las desigualdades, la falta de participación política y las cuestiones económicas. Acusó a Antonio Ortiz Mena de estar al servicio de los intereses financieros y lo “desterró” al BID por 17 años.31 Echeverría buscó la reconciliación nacional y una nueva forma de legitimar el gobierno del PRI, intentando actualizar el sistema sindical nacional y a los principales grupos disidentes, mientras enfrentaba la oposición de grupos financieros e industriales.32 A pesar de los esfuerzos por involucrar a varios sectores sociales en la formulación de políticas económicas y sociales a través de acuerdos corporativistas y la búsqueda de un crecimiento económico con justicia social, Echeverría enfrentó limitaciones debido a la violencia social en curso, la represión de los movimientos estudiantiles, la resistencia de las élites poderosas y los viejos grupos de formulación de políticas económicas. El choque entre nacionalistas y liberales33 provocó inconsistencias políticas e inestabilidad económica, preparando el escenario para nuevas crisis en administraciones posteriores.34


Con su apertura política Echeverría intentó una reconciliación nacional y un cambio en el estilo de legitimación del sistema PRI-gobierno. La apertura política buscó dar cabida a algunas de las demandas de democratización, cooptar a los disidentes universitarios alienados por la masacre estudiantil de 1968, reclutar a jóvenes tecnócratas y absorber algunos de los partidos políticos menores. Con su apertura, Echeverría abrió un debate nacional sobre los objetivos y la estrategia del desarrollo, y sobre el papel del Estado y del capital privado. Buscó una estrategia neocardenista. Invitó a la crítica académica y popular a formar parte de su gobierno, al tiempo que destacó la relevancia del nacionalismo, el tercermundismo y la solidaridad entre los países del Tercer Mundo. Debido a que las demandas de democratización habían estado vinculadas a las cuestiones de justicia social, integración nacional y autonomía económica, la legitimación de la apertura política dependía de un esfuerzo decisivo para corregir las desviaciones de estos objetivos.35

La oposición de los grupos financieros e industriales a cualquier reforma que pudiera haber afectado sus intereses, y la creciente demanda, especialmente de la izquierda, de eliminar la vieja y corrupta dirección sindical nacional (lo que se llamó charrismo sindical, cooptado y controlado por el Estado) llevó a Echeverría a luchar contra la poderosa élite rica e intentar rejuvenecer y democratizar el aparato sindical nacional. Su objetivo era lograr consenso social destruyendo los intereses creados en la vieja estructura corporativista y reconstituyendo un nuevo pacto social.36 Sin embargo, a medida que la violencia social aumentó durante su sexenio, Echeverría tuvo que limitar el alcance de su reforma política, endurecer la censura sobre los medios de comunicación y recurrir a medios corporativistas más tradicionales de control social.37

Según observadores, Echeverría no logró una reforma política más profunda porque todavía había demasiada turbulencia después de la crisis de 1968. Su credibilidad se vio empañada por su participación en la represión de los movimientos estudiantiles de 1968 y 1971. Los movimientos guerrilleros provocaron acciones de contención por parte del gobierno. La oposición de izquierda no había madurado hasta convertirse en partidos políticos y su reconocimiento habría indicado debilidad política. Al final de cuentas, la élite política retuvo el control sobre el proceso electoral y la participación política, especialmente de la clase media, que estaba mal organizada.38

Por otra parte, el desarrollo compartido intentó seguir muchas de las suposiciones y recomendaciones de los nacionalistas. Como explicó Echeverría, su estrategia no solo buscaba corregir las deficiencias económicas de la anterior estrategia de desarrollo, sino también una expresión de las peculiaridades políticas y culturales de México en las circunstancias concretas de principios de los años setenta.39 Echeverría destacó que la economía no estaba aislada de la cultura y la política, y que no había recetas universales ni un único camino correcto hacia el desarrollo. Cada país y sociedad exigía sus propias soluciones y la acción estatal tenía que apoyar las preferencias nacionalistas. En México la solución de los problemas de la economía tenía que ir de la mano de la transformación del sistema político y la promoción de nuevas expresiones culturales, a fin de contrarrestar el efecto negativo de la transnacionalización y la dependencia económica sobre los patrones de consumo y la vida cotidiana.40

Para reestructurar la política mexicana, Echeverría promovió mecanismos neocardenistas (corporativistas). Su objetivo era incorporar a la política a sectores y grupos sociales ajenos al PRI gobernante.41 Para coordinar los intereses laborales y empresariales, estableció la Comisión Nacional Tripartita (CNT) y mecanismos tripartitos similares. Con ello, Echeverría buscaba fortalecer el control estatal sobre la política económica y mantener la estabilidad política.42

Echeverría estaba decidido a lograr, por un lado, un alto crecimiento económico, una modernización económica y una inflación baja y, por el otro, el consenso social necesario a través de una política activa de redistribución de la riqueza y creación de empleo. Por esta razón incorporó en su gobierno a economistas nacionalistas que enfatizaban la justicia social para apoyar las demandas laborales. Pero al mismo tiempo dejó relativamente intacto al antiguo grupo de técnicos hacendarios y financieros de la SHCP-Banxico, como puente con el sector privado.

Los técnicos formados por Antonio Ortiz Mena en la SHCP y Rodrigo Gómez en el Banxico se mantuvieron fuertemente cohesionados como grupo, leales a su clientela natural (banqueros privados y grandes industriales), reservados sobre la información y los análisis económicos, e influyentes en el proceso de formulación de la política económica.43 Ni Ortiz Mena ni Rodrigo Gómez podían servir a Echeverría como intermediarios: Ortiz Mena era su archienemigo político, y Rodrigo Gómez había muerto unos meses antes de que Echeverría asumiera la presidencia. Era difícil identificar intermediarios confiables entre el gobierno y el sector privado, que a su vez abogaran por su proyecto político.

El secretario de la SHCP, Hugo B. Margain, y el director general del Banxico, Ernesto Fernández Hurtado, mantuvieron su alineamiento monetarista, pero no lograron traducirlo a una política económica ortodoxa coherente.44 Por otro lado, Horacio Flores de la Peña, secretario de Patrimonio Nacional (Sepanal), logró reclutar a jóvenes tecnócratas nacionalistas, pero tampoco lograron dominar la formulación de políticas económicas. Las fricciones y contradicciones entre una política fiscal expansionista y una política monetaria y financiera restrictiva resultante produjeron una dinámica económica intermitente.45 Este estira y afloja entre nacionalistas y economistas ortodoxos fue heredado por el gobierno de López-Portillo y predominó a lo largo de su gobierno. Finalmente, esta tensión se rompió en 1982, solo después de la crisis financiera.

De la ortodoxia al expansionismo fiscal: las contradicciones del desarrollo compartido

El colapso del sistema Bretton-Woods (que fue un acuerdo de posguerra que fijó los tipos de cambio y respaldó el dólar con oro para estabilizar la economía global) condujo a un periodo de inestabilidad económica internacional marcado por devaluaciones competitivas, medidas proteccionistas por parte de las naciones industrializadas y el consiguiente impacto negativo en los países en desarrollo, incluido México. Estas acciones de los países industrializados desalentaron las importaciones de los países en desarrollo, lo que provocó inflación y desaceleración económica a nivel mundial. Los beneficios previstos de los tipos de cambio flexibles no se materializaron. En vez, los tipos de cambio volátiles y la crisis en torno al papel central del dólar en las finanzas internacionales significaron que las fluctuaciones económicas en Estados Unidos tuvieran efectos generalizados en la economía global.46

En 1971, México enfrentó desafíos económicos en un entorno internacional incierto. La SHCP y el Banxico implementaron políticas ortodoxas.47 Estas acciones provocaron estancamiento económico y desempleo, situación conocida como la “atonía” de 1971.48 A pesar de esto, el ahorro privado aumentó, generando una acumulación de reservas superior a los requisitos del Banxico.

Los nacionalistas, como Flores de la Peña (Sepanal), criticaron la postura estricta de la SHCP-Banxico frente a la inflación, argumentando que empeoraría la recesión en un contexto de desempleo y pobreza persistentes. El presidente Echeverría, preocupado por mantener la credibilidad y legitimidad del régimen político ante los reclamos surgidos en 1968, buscó evitar una disminución del crecimiento económico, el desempleo masivo y el empeoramiento de la distribución del ingreso.

Echeverría, a pesar de las advertencias sobre los riesgos de una política fiscal agresiva, optó por aumentar el gasto público y la inversión para estimular la producción y utilizar la capacidad productiva inactiva. Esta estrategia, respaldada por los nacionalistas, enfatizaba la inversión guiada por el Estado y la corrección de las distorsiones del mercado. Sin embargo, la financiación del mayor gasto público se convirtió en un desafío crítico.49

Durante la década de 1960 los requisitos de reserva (son el porcentaje mínimo de depósitos que los bancos deben mantener sin prestar para garantizar su liquidez) y la deuda externa fueron las principales fuentes para cubrir los déficits públicos. La indulgente política fiscal, destinada a estimular la autocapitalización (que es la reinversión de las ganancias para aumentar el capital propio sin recurrir a recursos externos) y el desarrollo industrial, resultó en uno de los ingresos fiscales más bajos del mundo. Este enfoque creó un cuello de botella financiero para expandir el gasto público y llevó a evitar aumentos de impuestos para mantener la confianza en el sistema financiero. Sin embargo, esto limitó la capacidad del Estado para financiar su déficit sin afectar negativamente la inversión privada. Tasas de interés más altas podrían impulsar el ahorro interno, pero aumentarían los costos financieros para las empresas, especialmente las pequeñas y medianas que no forman parte de conglomerados financiero-industriales.50

Posposición de reformas fiscales necesarias

En 1970 el presidente Echeverría propuso al Congreso reformas tributarias menores, con el objetivo de ajustar los niveles y estructuras tributarias. Apuntaban a abordar las limitaciones de financiamiento del gasto público a través de medios no inflacionarios.51

Los nacionalistas consideraron esta actitud inaceptable y presionaron por reformas tributarias más radicales, incluyendo impuestos progresivos y mayores gravámenes a los ricos, para equilibrar la carga tributaria entre los sectores capitalista y laboral. Sin embargo, la búsqueda de una reforma fiscal para gravar más al capital, eliminar privilegios y equilibrar la carga entre trabajo y capital se abandonó con la recuperación petrolera.52 Fernández Hurtado y Hugo B. Margain se opusieron, advirtiendo a Echeverría que causarían desinversión, fuga de capitales, desempleo y reducirían los flujos al sistema bancario, crucial para el financiamiento público. En particular, mucha gente acaudalada temía que la información revelada permitiría al Estado controlar mejor sus activos y el mercado de divisas.53 A pesar de los intentos de llegar a un acuerdo, la resistencia del sector privado persistió, criticando la reforma por aplicar doble imposición y restringir las libertades económicas.54

En mi entrevista con el presidente Echeverría, se quejó de los empresarios mexicanos, que representaban un activo pobre para una nación que necesitaba un liderazgo empresarial nacionalista. Recordó que poco les importaba el nacionalismo y la necesidad de México de encontrar su propio camino en el proceso de transformación y desarrollo económico. Así, el Estado tuvo que ceder al pensamiento nacionalista y cuestionar cualquier estrategia de desarrollo que no condujera a una mayor justicia social.55

Tras fracasar en sus reformas tributarias redistributivas, Echeverría estableció instituciones y programas de justicia social y desarrollo nacionalista, implementando controles discrecionales sobre inversión extranjera y creando entidades como el Infonavit y otros fondos para apoyar a trabajadores y redistribuir la riqueza. Sin embargo, muchas fueron decisiones informales y no planificadas, generando descoordinación y dependencia de la discrecionalidad de cada secretario.56 Echeverría finalmente retiró la reforma propuesta debido a preocupaciones sobre la desestabilización de la economía y el potencial de soluciones financieras alternativas.57

La falta de implementación de una reforma tributaria integral y la elección de estrategias fiscales conservadoras dieron como resultado déficits financieros a través de mayores requisitos de reservas y endeudamiento, exacerbando la expansión monetaria sin abordar la redistribución del ingreso o la ineficiencia de los recursos del sector privado. Las críticas de Echeverría a los empresarios mexicanos subrayaron su cambio hacia estrategias de desarrollo social y nacionalistas más impulsadas por el Estado, incluida la creación de instituciones sociales y controles a la inversión extranjera. A pesar de los intensificados esfuerzos de Echeverría hacia la justicia social y el nacionalismo, enfrentó una creciente resistencia de las fuerzas económicas y políticas conservadoras, aislándolo y desafiando su agenda de reformas.58 Antes de mediados del sexenio, Echeverría había quedado aislado por los opositores de sus planes de reforma.59

La politización de la formulación de políticas económicas

Observadores concluyeron que la retórica antiempresarial de Echeverría, la visita de Salvador Allende en 1972, su activismo en el Tercer Mundo, la dramática expansión del gasto público, los aumentos salariales y los controles de precios, la limitación de la inversión extranjera y los intentos de redistribuir el ingreso, contradecían el objetivo de lograr una alta acumulación de capital e inducían una creciente preocupación entre los empresarios.

En respuesta, la cúpula empresarial creó nuevas organizaciones privadas e intervino más agresivamente en la arena política. También utilizó la fuga de capitales y la desinversión como arma política y económica para restringir la formulación de políticas económicas que consideraba indeseables, exigir menor gasto e intervención pública, un control más estricto de los aumentos salariales y mayores incentivos fiscales y financieros para los inversores privados. La incapacidad del gobierno para aumentar los ingresos fiscales y su vulnerabilidad a la fuga de capital limitaron gravemente sus opciones económicas, especialmente hacia el final del sexenio.

Durante la administración de Echeverría, el grupo de finanzas públicas logró tomar el control de la política económica mediante la creación de un “presupuesto paralelo”. Este presupuesto consistía en numerosos fondos y fideicomisos que evadían el control gubernamental tradicional, especialmente en sectores como el turismo y la promoción industrial. Como resultado, se generó un desorden administrativo que requirió reformas por parte del sucesor de Echeverría, López-Portillo. Estas reformas incluyeron la división de la SHCP y la creación de jefes sectoriales para racionalizar la administración. López-Portillo criticó que la SHCP carecía de planificación, coordinación, política industrial y mecanismos de evaluación.60
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